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Resumen: Este artículo estudia las diversas sentencias de la Sala Electoral y de la 
Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, mediante las cuales se 
suspendió cautelarmente la proclamación de diputados del Estado Amazonas, 
impidiéndose su incorporación en la Asamblea Nacional 
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Chamber and the Constitutional Chamber of the Supreme Tribunal, through which 
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I. “GOLPE JUDICIAL” PÍRRICO DADO CONTRA LA MAYORÍA CALIFICADA DE 
LA OPOSICIÓN EN LA NUEVA ASAMBLEA NACIONAL 

1. El intento de golpe judicial electoral 

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo, mediante sentencia de la Sala 
Constitucional Nº 1.758 de 22 de diciembre de 20151 al “interpretar” sobre la convocatoria a 
sesiones extraordinarias de la Asamblea Nacional después del 15 de diciembre de 2015, 
“decretó” de antemano, como se lo había solicitado el Presidente de la Asamblea que 
terminaba su período constitucional el 4 de enero de 2016, la posibilidad inconstitucional de 
que el mismo se extendiera, sugiriendo que podía hasta ser más allá de esa fecha, hasta “el 
día inmediatamente anterior al que se instale la nueva Asamblea Nacional.” 

Ello, incluso, dejó abierto un margen de maniobra para tratar de impedir que la nueva 
Asamblea Nacional se llegase a instalar, por la petición que formularon miembros del partido 
de gobierno el día 28 de diciembre de 2015, ante la Sala Electoral del Tribunal Supremo de 
Justicia, impugnando las elecciones parlamentarios en siete circuitos electorales en los cuales 
los candidatos a diputados de la oposición habían ganado por estrecho margen 
(Circunscripción 01 del estado Amazonas, la Circunscripción 02 en el estado Yaracuy, para 
la representación indígena de la región Sur y para la Circunscripción 02, 03 y 04 del estado 

                                                             
1  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/diciembre/184220-1758-221215-2015-2015-

1415.HTML.  
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Aragua),2 y el día 29 de diciembre de 2015, al impugnarse la totalidad de la elección de 
diputados en el Estado Amazonas.3 

Para materializar las aviesas intenciones del gobierno, la Sala Electoral del Tribunal 
Supremo integrada en su totalidad por magistrados miembros del partido oficial (alguno, 
incluso recién nombrado, luego de ser candidato perdedor de dicho partido en las elecciones 
del 6 de diciembre)4 que había entrado en vacaciones judiciales luego de las elecciones 
parlamentarias, resolvió como por arte de magia suspender “sus vacaciones para recibir los 
recursos del Partido Socialista Unido de Venezuela,” y proceder a dar despacho “los días 28, 
29 y 30 de diciembre;” todo ello a los efectos de admitir las acciones interpuestas y proceder 
a decidir sobre los amparos cautelares y medida de suspensión de efectos formulados contra 
los actos de votación de las elecciones de diputados en los circuitos impugnados  

Como consecuencia de las impugnaciones mencionadas, la Sala Electoral según se 
anunció en la página web del Tribunal Supremo de Justicia, el 30 de diciembre de 2015 en 
horas de la tarde, procedió a dictar las sentencias Nº 254 (Caso: Pedro Luis Cabello 
Hermoso, Elecciones diputados en la Circunscripción Electoral Nº 1 Estado Amazonas), Nº 
255 (Caso: Néstor Francisco León Heredia, Elecciones Diputados en la Circunscripción 
Electoral Nº 2, Estado Yaracuy), Nº 256 (Caso: Esteban Argélio Pérez Ramos, Elecciones 
Diputados, por la representación indígena a la Asamblea Nacional Región Sur); Nº 257 
(Caso: Sumiré Sakura del Carmen Ferrara Molina y Pedro Luis Blanco Gutiérrez, 
Elecciones de Diputados Circunscripción Electoral Nº 2, Estado Aragua); Nº 258 (Caso: 
Rosa Del Valle León Bravo, Elecciones de Diputados, Circunscripción Electoral Nº 3, 
Estado Aragua); Nº 259 (Caso: Elvis Eduardo Hídrobo Amoroso e Hipólito Antonio Abreu 
Páez, Elecciones de Diputados, Circunscripción Electoral Nº 4, Estado Aragua); y Nº 260 
(Caso: Nícia Marina Maldonado, contra el acto de votación de las elecciones parlamentarias 
del estado Amazonas) mediante las cuales admitió los recursos interpuestos.  

En los siete primeros casos, siempre según los anuncios, la Sala Electoral declaró 
improcedente la solicitud de medida cautelar de suspensión de efectos; pero en cambio, en el 
último de los recursos, el relativo a las elecciones en el Estado Amazonas, en relación con la 
solicitud de amparo cautelar, la Sala Electoral mediante la mencionada sentencia Nº 260 de 
30 de diciembre de 2015 (Caso: Nicia Marina Maldonado Maldonado vs. Elecciones Estado 
Amazonas)5 la declaró procedente (declarando a la vez inoficioso el pronunciamiento 
respecto de la solicitud de suspensión de efectos), ordenando en consecuencia, “de forma 
provisional e inmediata la suspensión de efectos de los actos de totalización, adjudicación y 
proclamación” dictados por los órganos electorales respecto de todos los diputados electos en 
el Estado6 que fueron cuatro, tres por la oposición democrática y uno por el oficialismo. 

                                                             
2  Véase en http://www.notiminuto.com/noticia/psuv-introdujo-nuevos-recur-sos-ante-el-tsj-por-resulta-

do-del-6d/#  
3  Véase en http://www.lapatilla.com/site/2015/12/30/nueva-impugnacion-se-suma-a-recursos-del-

psuv-contra-resultados-del-6d/260 (Caso Estado Amazonas). 
4  En la Sala Electoral se designó como magistrado al ex diputado por el Partido Socialista Unido de 

Venezuela, Christian Zerpa. Véase en http://versionfinal.com.ve/politica-dinero/calixto-ortega-y-
christian-zerpa-entre-magistrados-principales-del-tsj/. 

5  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/selec/diciembre/184227-260-301215-2015-2015-000 
146.HTML. 

6  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/selec/diciembre/184227-260-301215-2015-2015-
000146.HTML. Véase sobre esta sentencia Nº 260 los comentarios en Allan R. Brewer-Carías, “El 
“golpe judicial” pírrico, o de cómo la oposición seguirá controlando la mayoría calificada de la 
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Las sentencias fueron totalmente clandestinas, no sólo porque su texto no se conoció 
sino hacia mediodía del día 4 de enero de 2016, sino porque ni siquiera las demandas se 
pudieron conocer por los interesados representantes de la Mesa de la Unidad Democrática.7 
Ésos, en efecto, acudieron incluso ante la Sala Electoral pero no fueron atendidos por los 
Magistrados,8 lo que permitía dudar del hecho mismo de que los mismos hubiesen retornado 
de sus vacaciones para impartir la “justicia vacacional” que se anunció.  

En todo caso, como consecuencia de estas impugnaciones, el Secretario General de la 
Mesa de la Unidad Democrática se dirigió al Secretario General de la Organización de 
Estados Americanos, mediante comunicación del mismo día 30 de diciembre de 2015, 
denunciando la maniobra, y advirtiéndole que el camino pacífico que se había seguido con el 
triunfo electoral, a pesar de todas las ventajas del oficialismo, estaba en peligro, colocándose 
“al país entero al filo del desastre” ante lo que calificó como un “golpe de Estado judicial,” 
agregando que:  

“Desafiando la voluntad del pueblo expresada en las urnas, y utilizando un poder judicial 
colonizado por el partido de gobierno, el oficialismo hoy pretende desconocer los resultados 
electorales que ellos mismos reiteradamente llamaron a respetar. Incumpliendo lapsos, 
violentando instancias, poniendo a decidir a magistrados que son al mismo tiempo juez y 
parte, el oficialismo pretende impugnar un grupo de diputados, alterando así la composición 
que el Soberano decidió que tuviera el nuevo Parlamento.”9 

En todo caso, la reacción inicial ante el anunció que aparecía en la página web del 
Tribunal Supremo sobre que se había suspendido la proclamación de los diputados ya 
proclamados en el Estado Amazonas, fue su total improcedencia e inejecutabilidad porque 
los efectos ya cumplidos de unos actos no pueden “suspenderse,” porque en definitiva, como 
con razón se dijo, en realidad ya no habría “efectos que suspender.”10 Sin embargo, lo cierto 

                                                                                                                                                      
Asamblea Nacional, 31 de diciembre de 2015, véase en http://www.allanbrewercarias.com 
/Content/449725d9-f1cb-474b-8ab2-41efb849fea3/Content/Brewer.%20EL%20%E2%80%9CGOL 
PE %20JUDICIAL%E2%80%9D%20P%C3%8DRRICO.%2031-12-2015, pdf. 

7  La sentencia salió sin que los representantes de la Mesa de la Unidad Democrática siquiera 
hubiesen sido recibidos por los magistrados de la Sala Electoral, los cuales incluso fueron 
recusados antes de dictar sentencia; recusación que fue ignorada en la misma. Véase en “MUD 
recusó a magistrados de la Sala Electoral en el caso de impugnaciones,” en Beatriz Arias 
Contreras, El Nuevo País. Zeta, 30 de diciembre de 2015, en http://enpaiszeta.com/11669-2/. Con 
razón podía hasta dudarse no sólo sobre si las sentencias en realidad existían, sino sobre si 
efectivamente los magistrados volvieron de sus vacaciones. 

8  El diputado Ismael García indicó que tras horas de espera ningún magistrado del Tribunal 
Supremo de Justicia atendió a los representantes de la MUD que se acercaron para pedir copia de 
los recursos suspensión de efectos contra el acto de votación de las elecciones parlamentarias en 
circuitos de Aragua, Amazonas, Yaracuy y la representación indígena de la región sur. “Nos 
retiramos del TSJ sin ser atendidos por ningún magistrado de la Sala electoral y sin conocer el 
expediente. ¿Cuál Justicia?”, manifestó el parlamentario a través de su cuenta en Twitter. Yalezsa 
Zavala / Véase en “Magistrados de la Sala Electoral del TSJ no atendieron a representantes de la 
MUD. En Noticiero Digital.com, 30 dic. 2015, en http://www.noticierodi-
gital.com/2015/12/magistrados-de-la-sala-electoral-del-tsj-no-atendieron-a-representantes-de-la-
mud/ 

9  Véase en https://www.yahoo.com/news/venezuela-opposition-warns-judicial-coup-maduro-18535 
1061.html  

10  Por ello José Ignacio Hernández agregó que: “la Sala Electoral no puede, en virtud de una medida 
cautelar, modificar los efectos jurídicos de esa proclamación y “suspender” el mandato popular de 
representación ya perfeccionado, pues los efectos de la proclamación ya se cumplieron.” Véase 
“Luego de los 4 diputados suspendidos por el TSJ: ¿Qué va a pasar?,” en Prodavinci, 30 de 
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fue que judicialmente la decisión lo que pretendió crear fue un vacío en la representación 
democrática, así fuera “provisional,” respecto de cuatro diputados, similar al que se 
produciría cuando se decreta la nulidad de la elección. Por ello, la Mesa de la Unidad 
Democrática, frente a este atropello, se pronunció expresando lo siguiente: 

“Un TSJ vacacional no puede mutilar la representación nacional elegida por el pueblo 
soberano. Una Sala Electoral con la mayoría de sus miembros titulares de viaje [ausentes], 
incorporando a otros de reciente y aún más dudosa legitimidad en su designación, no está en 
capacidad de vulnerar, modificar o cercenar al Poder Legislativo escogido mediante el voto 
popular. La insólita decisión del TSJ que deja sin representación parlamentaria a todo el 
Estado Amazonas es una declaración de rebeldía de la burocracia derrotada frente a la 
legítima decisión del pueblo. Es esa burocracia derrotada la que se ha colocado al margen de 
la Ley, de la Constitución y del mismo sentido común. Aquí no estamos en presencia de un 
enfrentamiento entre el Poder Judicial y el Poder Legislativo. Aquí lo que está en abierto 
conflicto es el Poder del Pueblo que con sus votos decidió que quiere cambio, y el declinante 
poder de una burocracia que antes no tenía pueblo y ahora tampoco tiene legitimidad. 

La Mesa de la Unidad Democrática ratifica al pueblo venezolano que no permitiremos 
que su voluntad y su voto sea irrespetado. Todos los diputados de la Unidad Democrática han 
sido electos por el Soberano, mientras que alguno de los magistrados que perpetró esta 
agresión a la voluntad del pueblo se eligió a sí mismo. Esto da una idea de la inmensa crisis 
de ilegitimidad que atraviesa el régimen. Reiteramos que con la fuerza de la Constitución, 
con la fuerza de la Ley y la fuerza del pueblo, los 112 diputados de la Unidad Democrática 
tomarán posesión el próximo 5 de Enero.”11 

En todo caso, lo importante frente a la decisión de la Sala Electoral, considerando que 
no era más que otro signo de la crisis terminal del régimen que había que enfrentar en todos 
los terrenos democráticos, porque no se podía cercenar la voluntad popular expresada por el 
pueblo en las elecciones, y dejar a un Estado de la República sin representación en la 
Asamblea; era determinar cuáles eran efectivamente los efectos jurídicos de la decidida 
“suspensión de efectos de los actos de totalización, adjudicación y proclamación en el Estado 
Amazonas,” que no eran definitivamente los que buscó la “burocracia derrotada,” para usar la 
expresión de la MUD. 

Lo decidido por la Sala Electoral, en realidad, en cuanto a sus efectos jurídicos, en la 
práctica equivalía a una especie de “revocación provisional” del mandato popular de los 
diputados, que dejaba “provisionalmente” sin representación en la Asamblea a todo el Estado 
Amazonas. Independientemente de que ello era inadmisible pues era contrario el principio 
democrático, se trataba de una medida que producía un efecto similar ‒aun cuando 
“provisional”‒ al de la anulación de la elección que pudiera decidir la Sala Electoral. En esos 
casos de anulación, mientras se produce una nueva elección y se restablece la totalidad del 
número de representantes previstos legalmente, el cuerpo representativo de que se trate tiene 
que funcionar con los que lo integran efectivamente como consecuencia de la elección; 
siendo en relación con esa integración como tenían en este caso que calcularse las mayorías 
requeridas para su funcionamiento.  

                                                                                                                                                      
diciembre de 2015, en http://proda-vinci.com/blogs/luego-de-los-4-diputados-suspendidos-por-el-
tsj-que-va-a-pasar-por-jose-ignacio-hernandez/ 

11  Véase en http://www.lapatilla.com/site/2015/12/30/mud-rechaza-sentencia-del-tsj-la-burocracia-
derrotada-se-declara-en-rebeldia-ante-decision-del-pueblo-comunicado/. Igualmente véase el 
Comunicado en “MUD: Los 112 diputados tomarán posesión el 5 de enero,” en El Nacional, 31 de 
diciembre de 2105, en http://www.el-nacional.com/politica/MUD-diputados-tomaran-posesion-enero 
_0_766723344.html  



JURISPRUDENCIA 5 

Y así, si se analiza la integración de la Asamblea Nacional luego de la sentencia de la 
Sala Electoral del 30 de diciembre de 2015, lo cierto es que con la misma se mutiló 
“provisionalmente” la representación popular en la misma, al “suspenderse” la proclamación 
de cuatro diputados; pero con la misma, en realidad no se afectó en forma alguna la mayoría 
calificada que tenían los partidos agrupados en la MUD en la Asamblea.  

Es decir, lo que perseguían los impugnadores con las demandas, y lo que quizás 
persiguió la sentencia de la Sala Electoral, de afectar la mayoría calificada que ganó la 
oposición democrática en la Asamblea no lo lograron. Por ello hablamos de “golpe judicial 
pírrico.” 

En efecto, según el resultado de las elecciones del 6 de diciembre, de los 167 diputados 
electos, la MUD sacó 112 y el gobierno 55 diputados. Esa integración fue la que fue afectada 
por la sentencia, de manera que como consecuencia de la misma, si era acatada después de la 
instalación de la Asamblea Nacional el 5 de enero de 2016, el número total de diputados 
como consecuencia de la “suspensión provisional” de la representación del Estado Amazonas 
decretada judicialmente sería de 163 diputados y no de 167, que fueron los originalmente 
electos.  

Y sobre esa cifra que es la totalidad de los diputados electos, excluyendo los electos en 
el Estado Amazonas, cuya proclamación fue suspendida, es que entonces debía calcularse la 
mayoría calificada, resultando entonces que la oposición democrática, con 109 diputados en 
relación a los 54 del gobierno, continuaba controlando la mayoría calificada de la Asamblea 
que el pueblo le dio. 

2. La consecuencia del irresponsable intento de “golpe judicial” electoral, y la 
necesaria revocación inmediata de la inconstitucional “designación” de los 
magistrados de la Sala Electoral efectuada por la Asamblea moribunda 

Lo que ocurrió con el intento fallido de “golpe judicial” electoral que pretendió 
afectar la instalación de la Asamblea Nacional el 5 de enero de 2016, con el “anuncio” 
publicado el miércoles 30 de diciembre de 2015 en la página web del Tribunal Supremo de 
Justicia, sobre la supuesta sentencia emitida por la Sala Electoral Nº 260 (Caso: Nicia 
Marina Maldonado vs. el acto de votación de las elecciones parlamentarias del Estado 
Amazonas), como antes expresamos, no fue más que un signo más, evidente, de que la 
primera tarea que tenía por delante la nueva Asamblea Nacional, era el restablecimiento de 
la institucionalidad democrática del país12 mediante la necesaria “elección” popular de los 
titulares de los Poderes Públicos, por la propia Asamblea actuando como Cuerpo Elector 
de segundo grado con el voto de la mayoría calificada que exige la Constitución.  

Y ello lo debió haber comenzado a realizar la Asamblea, en forma ineludible y urgente, 
con la previa revocación de la inconstitucional “designación” efectuada por la anterior 

                                                             
12  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El primer paso para la reconstrucción de la democracia: El 

restablecimiento de la legitimidad democrática de todos los poderes públicos. Sobre porqué la 
nueva Asamblea Nacional debe proceder a revocar los írritos actos de nombramiento de los 
titulares del Poder Ciudadano (Fiscal General, Contralor General, Defensor del Pueblo), del Poder 
Judicial (magistrados del Tribunal Supremo y del Poder Electoral (rectores del Consejo Nacional 
Electoral), y proceder, elegir como Cuerpo Electoral de segundo grado” New York, 10 de 
diciembre 2015, en http://www.allanbrewercarias.com/Content/449725d9-f1cb-474b-8ab2-
41efb849fea3/ 
Content/Brewer.%20PRIMER%20PASO%20%20RECONSTRUCCI%C3%93N%20DE%20LA 
%20DEMOCRACIA.%20ELECCI%C3%93N%20DE%20LOS%20TITULARES%20DE%20LO
S%20PODERES%20P%C3%9ABLICOS.%20dic%202015.pdf  
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Asamblea ya feneciente de dichos Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, tanto en 
diciembre de 2014 y diciembre de 2015.13 

Ese intento de golpe judicial anunciado en forma por demás irresponsable por la Sala 
Electoral el 30 de diciembre de 2015, por supuesto no fue más que una muestra adicional de 
la permanente e inconstitucional intervención y “depuración” del Poder Judicial venezolano 
conducida a mansalva desde el gobierno durante los quince años precedentes, comenzando 
por el Tribunal Supremo, que es lo que ha originado la irregular situación de politización del 
mismo.  

No debe extrañar, por tanto, que por ello, los magistrados de la Sala Electoral del 
Tribunal Supremo, todos, o eran militantes abiertos del partido oficialista de gobierno o en 
todo caso, estaban sometidos totalmente al control político del mismo, en una forma como 
nunca antes se había visto, habiendo perdido totalmente todo vestigio de independencia, 
autonomía e imparcialidad.14 Por eso, con razón, el Grupo de Profesores de Derecho Público, 
al considerar que con la sentencia de la Sala Electoral, se configuró “plenamente el intento de 
Golpe Judicial contra la voluntad popular expresada el pasado 6 de diciembre” expresó: 

“su más categórico rechazo a dicho fallo por constituir el mismo una evidente, grosera e 
inmoral manipulación de la justicia, que evidencia que, en la actualidad, el Poder Judicial en 
Venezuela es un simple operador político dispuesto a cumplir los designios de la facción a la 
que le sirve.”15 

Ello es lo que la nueva Asamblea Nacional, por sobre todo, no podía tolerar. En la 
situación en la que estaba y está integrado el Tribunal Supremo y sus Salas, no es posible 
para nadie esperar justicia, siendo más bien lo que se puede esperar, la emisión servil de 
ordenes políticas con forma de sentencias, como precisamente sucedió con el irresponsable 
“anuncio” del miércoles 30 de diciembre de 2015 mediante la cual se pretendió afectar 
arteramente los resultados de la elección parlamentaria del 6 de diciembre de 2015. Y ello, 
nada menos, que mediante la material “eliminación,” es decir, “borrando” así fuera 
“provisionalmente” a todos los diputados electos y proclamados en el Estado Amazonas, 
buscando con ello, en alguna forma, pretender afectar las circunstancias mismas de la 

                                                             
13  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El golpe de Estado dado en diciembre de 2014 en Venezuela con 

la inconstitucional designación de las altas autoridades del Poder Público,” en El Cronista del 
Estado Social y Democrático de Derecho, Nº 52, Madrid 2015, pp. 18-33. 

14  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Sobre la ausencia de independencia y autonomía judicial en 
Venezuela, a los doce años de vigencia de la constitución de 1999 (O sobre la interminable 
transitoriedad que en fraude continuado a la voluntad popular y a las normas de la Constitución, ha 
impedido la vigencia de la garantía de la estabilidad de los jueces y el funcionamiento efectivo de 
una “jurisdicción disciplinaria judicial”), en Independencia Judicial, Colección Estado de 
Derecho, Tomo I, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Acceso a la Justicia org., Fundación 
de Estudios de Derecho Administrativo (Funeda), Universidad Metropolitana (Unimet), Caracas 
2012, pp. 9-103. 

15  Agregaron los Profesores que las circunstancias en que fue dictada la sentencia Nº 260, “muestran 
que no hubo transparencia, ni imparcialidad ni independencia, ni igualdad de trato, ni debido 
proceso, ni respeto al derecho a la defensa en la actuación de la Sala Electoral, violando así entre 
otros, el artículo 26 de la Constitución que prevé el acceso a la justicia, el artículo 49 
constitucional que establece el debido proceso, el artículo 21 de la Constitución que prevé el 
derecho a la igualdad de trato ante la ley y el artículo 256 que prohíbe que los magistrados y jueces 
lleven a cabo activismo político.” Véase “Comunicado del Grupo de Profesores de Derecho 
Público de las Universidades venezolanas ante la sentencia de la Sala Electoral que pretendió 
desconocer la voluntad del pueblo del Estado Amazonas,” 5 de enero de 2016. 
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instalación de la nueva Asamblea Nacional que estaba prevista para el 5 de enero de 2016, lo 
que no se logró.  

En todo caso, lo más grave de la irresponsabilidad judicial de los insensatos jueces a los 
que se atribuyó el desaguisado, fue que en este caso, la supuesta sentencia “dictada,” como 
indicamos, permaneció totalmente clandestina durante cinco días, pues después de anunciada 
en horas de la tarde del 30 de diciembre de 2015, solo fue el lunes 4 de enero de 2016 en 
horas del mediodía, es decir, en el día de la víspera de la instalación de la nueva Asamblea 
Nacional que se quería afectar; cuando el país, es decir, todos los venezolanos, y en especial 
los ciudadanos del Estado Amazonas, se enteraron sobre cuál había sido el texto mismo de la 
demanda intentada que habría originado la “sentencia” clandestina, y pudieron entonces saber 
qué era lo que se había denunciado y demandado, que ameritaba tan grave decisión, adoptada 
en el texto de la insensata sentencia, que así fue cómo se conoció. 

Es decir, como antes comentamos, al inicio del día 4 de enero de 2015, en Venezuela 
nadie sabía a ciencia cierta si los magistrados que supuestamente habrían “firmado” la 
decisión, habían regresado efectivamente ese día de las vacaciones de las cuales disfrutaban,16 
y si efectivamente acudieron físicamente a la sede del Tribunal Supremo a conocer de un 
expediente de una demanda intentada el día anterior, a discutir el caso y a elaborar la 
decisión, a pesar de que habían sido recusados;17 o si solo fueron unos “fantasmas” los que 
actuaron. En todo caso, es obvio que la sentencia anunciada no existía, pues de lo contrario 
hubiese sido publicada, y si algo de ello existía, quizás los que la anunciaron pasaron todo el 
fin de semana, incluidos los días feriados de fin y comienzo de Año, para maquillarla. 

En todo caso, era para corregir esa “justicia” que la nueva Asamblea tenía el mandato 
popular necesario para actuar; pues no era posible admitir que unos irresponsables 
magistrados, o “alguien” actuando en nombre de ellos, el 30 de diciembre de 2015, en un 
asunto tan grave como cuestionar una elección popular de representantes del pueblo, se 
hubiera limitado a poner un anuncio en la página web del Tribunal Supremo indicando que 
Nicia Marina Maldonado habría intentado un “recurso contencioso electoral conjuntamente 
con amparo cautelar y medida de suspensión de efectos contra el acto de votación de las 
elecciones parlamentarias del pasado 06 de diciembre de 2015 del estado Amazonas,” pero 
sin indicar de qué recurso se trataba, y sin que nadie pudiera haber conocido el texto de la 
demanda, que permaneció siendo clandestina.  

                                                             
16  Como lo reseño la prensa el mismo 30 de diciembre de 2015: “El diputado Ismael García indicó 

que tras horas de espera ningún magistrado del Tribunal Supremo de Justicia atendió a los 
representantes de la MUD que se acercaron para pedir copia de los recursos suspensión de efectos 
contra el acto de votación de las elecciones parlamentarias en circuitos de Aragua, Amazonas, 
Yaracuy y la representación indígena de la región sur. / “Nos retiramos del TSJ sin ser atendidos 
por ningún magistrado de la Sala electoral y sin conocer el expediente. ¿Cuál Justicia?”, manifestó 
el parlamentario a través de su cuenta en Twitter.” Véase en Yalezsa Zavala, “Magistrados de la 
Sala Electoral del TSJ no atendieron a representantes de la MUD. En Noticiero Digital.com, 30 dic 
2015, en http://www.noticierodigital.com/2015/12/magistrados-de-la-sala-electoral-del-tsj-no-aten-
dieron-a-representantes-de-la-mud/. 

17  El anuncio sobre la sentencia salió, en efecto, sin que los representantes de la Mesa de la Unidad 
Democrática que acudieron antes ante la Sala Electoral hubiesen sido siquiera recibidos por los 
magistrados de la misma, los cuales incluso fueron recusados antes de que supuestamente dictaran 
la sentencia; recusación que fue ilegalmente ignorada. Véase en “MUD recusó a magistrados de la 
Sala Electoral en el caso de impugnaciones,” en Beatriz Arias Contreras, El Nuevo País. Zeta, 30 
de diciembre de 2015, en http://enpaiszeta.com/11669-2/  
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Nada se supo, por tanto, si de lo que se trataba era de una acción de nulidad de las 
elecciones en todo el Estado, de nulidad de votaciones puntuales en alguna mesa electoral, o 
de otras irregularidades electorales; siendo lo más cuestionable de todo, el hecho de que a 
renglón seguido del anuncio ambiguo sobre la demanda, en la misma página web del 
Tribunal se hubiese anunciado, pura y simplemente, que se había dictado la sentencia Nº 260, 
mediante la cual, la supuesta y clandestina Sala Electoral había ordenado:  

“de forma provisional e inmediata la suspensión de efectos de los actos de totalización, 
adjudicación y proclamación emanados de los órganos subordinados del Consejo Nacional 
Electoral respecto de los candidatos electos por voto uninominal, voto lista y representación 
indígena en el proceso electoral realizado el 6 de diciembre de 2015 en el estado Amazonas 
para elección de diputados y diputadas a la Asamblea Nacional.”  

O sea, los venezolanos, y en particular los votantes en el Estado Amazonas, de ese texto 
críptico del anuncio en la página web del Tribunal Supremo que originó la información sobre 
la “suspensión” de los efectos de los actos electorales para la elección de diputados en el 
Estado Amazona,18 aún sin que nadie conociera el texto de la sentencia, si es que existía, 
tuvieron que deducir que la Sala Electoral lo que había hecho en la práctica, para lo cual 
carecía de competencia, era “suspender la proclamación” de los cuatro (4) diputados electos 
en el Estado Amazonas, que ya habían sido proclamados y gozaban incluso de inmunidad 
parlamentaria (art. 200). En realidad, lo que la decisión significó, así fuera 
“provisionalmente, fue que el pueblo del Estado Amazonas había quedado sin representación 
popular, lo que de por sí era contrario al principio democrático, pues el pueblo del Estado 
había efectivamente votado y elegido dichos diputados, los cuales además, como se dijo, 
habían sido proclamados por las autoridades electorales. 

Por ello, con razón, luego del anuncio en la página web del Tribunal Supremo de la 
decisión, personas incluso afectas al régimen denunciaron la actuación de la “Sala Electoral en 
vacaciones integrada por unos magistrados recién nombrados en forma ilegal” como el gran 
“escándalo judicial de 2015,” impulsada por “el ala más corrupta del alto gobierno” con una 
decisión “pre-elaborada.”19 Todo ello, como también se denunció, fue el resultado de haber 
tomado “por asalto descaradamente el Tribunal Supremo de Justicia con argumentos leguleyos, 
con militantes del Partido Socialista Unido de Venezuela […], y con estas fichas 
descaradamente ilegítimas, decidir de inmediato impugnaciones a los resultados del 6 de 
diciembre.”20 

Fue por todo ello, además, que la Mesa de la Unidad Democrática calificó a las 
impugnaciones formuladas que originaron la supuesta sentencia anunciada, como un “golpe 
judicial” contra la democracia venezolana, considerando que con ello lo que se buscaba era 
poner en peligro la mayoría calificada que había logrado la oposición democrática en la 
Asamblea Nacional, como consecuencia de la elección de 6 de diciembre de 2015, indicando 
que:  

“Desafiando la voluntad del pueblo expresada en las urnas, y utilizando un poder judicial 
colonizado por el partido de gobierno, el oficialismo hoy pretende desconocer los resultados 

                                                             
18  Véase por ejemplo la reseña de William Neuman y Patricia Torres, “Venezuelan Court Blocks 4 

Lawmakers,” en The New York Times, 31 de diciembre de 2015, p. A9.  
19  Véase Edgar Perdomo Arzola “TSJ: ¿Hamponato judicial electoral?, Aporrea, 31 de diciembre de 

2015, en http://www.aporrea.org/actua-lidad/a220231.html. 
20  Véase José Alfredo Guerrero Sosa, “¡Nubarrones de guerra! ¡General en jefe Vladimir Padrino 

tiene la palabra!, en Aporrea, 1 de enero de 2016, en http://www.aporrea.org/actualidad/a22 
0315.html. 
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electorales que ellos mismos reiteradamente llamaron a respetar. Incumpliendo lapsos, 
violentando instancias, poniendo a decidir a magistrados que son al mismo tiempo juez y 
parte, el oficialismo pretende impugnar un grupo de diputados, alterando así la composición 
que El Soberano decidió que tuviera el nuevo Parlamento.”21  

En sentido similar se pronunció el Grupo de Profesores de Derecho Público, al 
constatar que lo que tenemos en Venezuela es:  

“tenemos una Sala Electoral con jueces nombrados violando la Constitución, y que hasta 
hace poco eran activistas del partido de gobierno, una Sala que viola sus propios criterios 
sobre vacaciones judiciales, una Sala que no permite el acceso a los expedientes, una Sala 
que no decide sobre las recusaciones que se le interponen, que anuncia sus decisiones con 
días de anticipación pero no las publica, sino sólo un día antes de la juramentación de los 
diputados. Todo esto resulta en una evidente muestra de todos y cada uno de los problemas 
de los que adolece el poder judicial venezolano. 

Lo expuesto, por su crudeza, dada la grosera manera en que se están tomando las 
decisiones judiciales, pone en evidencia, por una parte, que el poder judicial debe ser 
conformado de acuerdo con las pautas constitucionales, y mientras esto no suceda, la justicia 
en nuestro país, no pasará de una ilusión.”22 

Hemos ya señalado, en todo caso, que el “golpe judicial” electoral que se pretendió dar 
tan burdamente, en esencia, no fue más que un golpe pírrico,23 pues a pesar de que con el 
mismo lo que se quería era arrebatarle a la oposición democrática, para el momento de la 
instalación de la Asamblea Nacional el 5 de enero de 2016, la mayoría calificada que logró en 
las elecciones de 112 diputados de un total de 167, frente a 55 del gobierno; si la sentencia 
llegaba a ser acatada, la oposición quedaba con 109 diputados de un total de 163, frente a 54 
del gobierno, lo que implicaba que la oposición democrática seguiría teniendo la misma 
mayoría calificada de la Asamblea.24 

La maniobra política, por ello, en realidad no afectó en forma alguna el acto de 
instalación de la Asamblea, pero lo que si puso en evidencia fue lo que expresamos desde el 
inicio en el sentido de que la primera decisión política que debía adoptar la nueva Asamblea 
Nacional en representación del mandato de cambio democrático que le confirió el pueblo el 6 
de diciembre, era le revocación de las inconstitucionales designaciones de magistrados y su 

                                                             
21  Véase “La MUD denuncia “golpe judicial” ante la ONU, OEA, Unasur y la Unión Europea,” en 

Noticiero Digital.com, 312 de diciembre de 2015, en http://www.noticierodigital.com/2015/12/la-
mud-denuncia-golpe-judicial-ante-la-oea-unasur-y-la-union-europea/ 

22  Véase “Comunicado del Grupo de Profesores de Derecho Público de las Universidades 
Venezolanas ante la sentencia de la Sala Electoral que pretendió desconocer la voluntad del pueblo 
del Estado Amazonas,” 5 de enero de 2016. 

23  Del diccionario: “Se aplica a la victoria o al triunfo que ocasiona un grave daño al vencedor y casi 
equivale a una derrota.” 

24  Véase Allan R. Brewer-Carías, El “golpe judicial” pírrico, o de cómo la oposición seguirá 
controlando la mayoría calificada de la Asamblea Nacional,” New York, 31 de diciembre de 
2015, en http://www.allanbre-wercarias.com/Content/449725d9-f1cb-474b-8ab2-
41efb849fea3/Content/ 
Brewer.%20EL%20%E2%80%9CGOLPE%20JUDICIAL%E2%80%9D%20P%C3% 8DRRICO. 
%2031-12-2015.pdf. Véase además, “Lectura Obligada” Golpe Judicial: ¿Perdió la MUD la 
mayoría calificada?, por José Ignacio Hernández” 2 de enero de 2016, en https://d3k4qfi1qkst3y. 
cloudfront.net/lectura-obligada-golpe-judicial-perdio-la-mud-la-mayoria-calificada-por-jose-igna-
cio-hernandez/  
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subsecuente elección por la Asamblea nueva, en segundo grado, mediante el voto de la 
mayoría calificada de los diputados que la componen. 

Ello debió hacerlo la Asamblea, además, por la tremenda irresponsabilidad en la cual 
incurrieron los magistrados de la Sala Electoral al supuestamente haber tomado una decisión 
tan grave y trascendental como “suspender” algo ya ejecutado y por tanto que era 
“insuspendible,” como es una proclamación de una elección ya consumada,25 y hacerlo 
mediante una sentencia clandestina, que solo reflejó ignorancia en derecho, que puso en 
evidencia que nunca debieron haber sido designados para tan alto cargo.  

De todo lo anterior quedó claro que por ningún respecto la Asamblea Nacional debía 
posponer dicha decisión tendiente a comenzar a restablecer el principio de separación de 
poderes en el país, abriendo la posibilidad de controlar el ejercicio del poder, sin lo cual 
simplemente no hay democracia. De lo contrario corría el riesgo de que el “hamponato 
judicial,”26 bloquease sus actuaciones y detuviera la necesaria reconstrucción del régimen 
democrático, que fue lo que el pueblo le impuso como mandato en la elección del 6 de 
diciembre, y fue lo que ocurrió en los primeros meses de 2016. 

La decisión que debió haber tomado la Asamblea Nacional al instalarse no iba a originar 
confrontación de poderes alguna, pues la confrontación ya se había iniciado con las 
decisiones de la Asamblea Nacional feneciente nombrando en forma inconstitucional a los 
magistrados, pretendiendo arrebatarle sus poderes a la nueva Asamblea; y con el 
irresponsable anuncio de estos, sobre la supuesta sentencia con la cual se quería afectar la 
instalación de la nueva Asamblea. La nueva Asamblea no debió ignorar esto; y al contrario 
tenía la obligación de ejercer sus poderes constitucionales y cumplir el mandato popular que 
resultó de su elección, ante un Tribunal Supremo inconstitucionalmente designado, que 
pretendía desconocer la voluntad popular. Y efectivamente comenzó a hacerlo designando 
una Comisión para estudiar la revocación de las inconstitucionales designaciones de 
magistrados, la cual como se verá más adelante, fue anulada por la Sala Constitucional; al 
igual que ocurrió con el Acuerdo de la Asamblea de revocar las designaciones adoptado en 
julio de 2016, el cual también fue anulado por la Sala Constitucional, como se comenta 
igualmente más adelante.  

3. La inconstitucional, delictiva e inejecutable sentencia de la Sala Electoral 
“suspendiendo” la elección de los diputados del Estado Amazonas 

En todo caso, como se dijo, el texto de la esperada y clandestina sentencia Nº 260 del 30 
de diciembre de 2015 de la Sala Electoral del Tribunal Supremo, publicada a mediodía del 4 

                                                             
25  Por ello, José Ignacio Hernández con razón insistió en señalar que “esa sentencia de suspensión es 

inejecutable.” La “suspensión de efectos” es una medida cautelar que pretende impedir el 
cumplimiento de las consecuencias derivadas de un acto, pero si esas consecuencias son 
inmediatas, no es posible ya suspender sus efectos. Una vez proclamados los diputados no existe 
tal cosa como una “desproclamación.” Sería tan absurdo como, por ejemplo, pretender suspender 
un acto de graduación ya realizado.” Véase en “¿Qué puede pasar el #5E, día de la instalación de 
la Asamblea Nacional?, en Prodavinci, 2 de enero de 2016, en http://prodavinci.com/blogs/que-
puede-pasar-el-5e-dia-de-la-instalacion-de-la-asamblea-nacional-por-jose-ignacio-
hernandez/?utm_source=feedburner &utm_medium= 
email&utm_campaign=Feed:+Prodavinci+(Prodavinci). 

26  Véase Edgar Perdomo Arzola “TSJ: ¿Hamponato judicial electoral?, Aporrea, 31 de diciembre de 
2015, en http://www.aporrea.org/actualidad/a220231.html  
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de enero de 2016,27 dictada con ocasión de la demanda intentada por Nicia Marina 
Maldonado Maldonado el día 29 de diciembre de 2015 contra el acto de votación de las 
elecciones de diputados efectuadas en el Estado Amazonas el día 6 de diciembre de 2015; 
confirmó la tremenda irresponsabilidad e ignorancia de quienes la redactaron, lo que abonaba 
aún más la tesis de que la nueva Asamblea Nacional no podía dejar de revocar las 
inconstitucionales designaciones de los magistrados que integran dicha Sala.28  

Por el texto de la sentencia, en efecto, cinco días después de haber sido “dictada,” los 
venezolanos pudieron constatar no solo la magnitud de la ilegalidad cometida por los 
irresponsables “jueces” que integran la Sala Electoral al dictar la sentencia, sino a través de la 
misma, conocer, primero, el texto de la demanda que la motivó, intentada por una “candidata 
a Diputada de la Asamblea Nacional por el estado Amazonas, postulada por el Partido 
Socialista Unido de Venezuela (PSUV) y otras organizaciones,” quien por supuesto no había 
salido electa; y segundo, el objeto de la misma intentada contra “el acto de votación” de 
dichas elecciones parlamentarias, siendo la solicitud formulada que:  

“se anule la elección de los cargos a diputados a la Asamblea Nacional por el Estado 
Amazonas, que implica: i) el acto de votación; ii) el acto final de escrutinio; iii) el acto de 
totalización; y iv) el acto de proclamación de los ganadores de los curules correspondientes.” 

Es decir, la sentencia se dictó con ocasión de una demanda de nulidad de las elecciones 
parlamentarias efectuadas en el Estado Amazonas el 6 de diciembre pasado, la cual, de 
declararse con lugar, conforme al artículos 170 de la misma Ley Orgánica sobre los Procesos 
Electorales, implicaría que el Consejo Nacional Electoral tendría que convocar “un nuevo 
proceso electoral” en el Estado. Pero como ello seguramente no interesaba al Partido de 
gobierno, la demanda, en realidad hay que deducir que fue intentada, no para que se anulase 
la elección, sino para obtener una medida cautelar vacacional, que suspendiese sine die la 
proclamación de los diputados. 

Precisamente por la consecuencia que tendría legalmente una declaratoria de la nulidad, 
el artículo 215 de la Ley Orgánica sobre Procesos Electorales es tan preciso en establecer las 
causas de nulidad de una elección, que solo pueden ser:  

“1. Cuando se realice sin previa convocatoria del Consejo Nacional Electoral.  

2. Cuando hubiere mediado fraude, cohecho, soborno o violencia, en la formación del 
Registro Electoral, en las votaciones o en los escrutinios y dichos vicios afecten el resultado 
de la elección de que se trate.  

                                                             
27  Véase en http://www.tsj.gob.ve/en/decisiones#3. Véase además, Allan R. Brewer-Carías, “La 

inconstitucional y delictiva sentencia de la Sala Electoral pretendiendo “suspender” las elecciones 
de diputados el Estado Amazonas es inejecutable,” 4 de enero de 2016, en http://www.allanbre-
wercarias.com/Content/449725d9-f1cb-474b-8ab2-41efb849fea3/Content/LA%20INCONSTITU 
CIONAL,%20DELICTIVA%20E%20INEJECUTABLE%20SENTENCIA%20DE%20LA%20SA 
LA % 20ELECTORAL%20%204-1-2016.pdf. 

28  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El irresponsable intento de “golpe judicial” electoral, y la 
necesaria revocación inmediata de la inconstitucional “designación” de los magistrados de la Sala 
Electoral efectuada por la asamblea moribunda,” 4 de enero de 2016, en: 
http://www.allanbrewercarias. com/Content/449725d9-f1cb-474b-8ab2-
41efb849fea3/Content/LA%20IRRESPONSABILIDAD% 
20EN%20EL%20GOLPE%20JUDICIAL%20ELECTORAL%20Y%20LA%20REVOCACI %C3% 
93N%20DE%20LOS%20JUECES%2004-01-2016.pdf  
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3. Cuando el Consejo Nacional Electoral o el órgano judicial electoral correspondiente 
determine que en la elección realizada no se ha preservado o se hace imposible determinar la 
voluntad general de los electores y las electoras.” 

Según lo reseñó la sentencia, parecería que la demanda se basó en el segundo ordinal 
del artículo 215, aun cuando curiosamente dicho artículo ni siquiera se citó a lo largo de la 
sentencia, al informarse que la demanda se intentó:  

“contra el acto de votación de las elecciones Parlamentarias celebradas el pasado 6 de 
diciembre de 2015, por estar viciado de NULIDAD ABSOLUTA, al ser producto de la 
manipulación de la votación libre y secreta de los electores del Estado Amazonas y que en su 
conjunto constituyen un fraude estructural y masivo que afecta al sistema electoral 
venezolano (…)” (sic) (resaltado del original).” 

Es decir, en este caso, se trataría de un alegato basado en lo que quizás sea el más grave 
de los vicios que puedan achacarse a una elección, que es el “fraude” electoral “estructural y 
masivo,” lo que sin duda para que cualquier demanda pudiera prosperar, requeriría no sólo de 
la precisión sobre en qué consistió la conducta del engaño o aprovechamiento del error de 
alguien por parte del autor del fraude para obtener un provecho en beneficio propio o de un 
tercero, capaz de haber afectado “el resultado de la elección,” sino por sobre todo, requeriría 
de una prueba sólida y fehaciente de dicho fraude.  

El recurso de nulidad, tal como se reseñó en la sentencia, estuvo basado únicamente en 
el supuesto hecho de que una alta funcionaria de la Gobernación del Estado Amazonas 
(Secretaria de la Gobernación), habría pagado “diversas cantidades de dinero a los electores 
para votar por candidatos opositores,” quien además, habría condicionado “la entrega de 
beneficios económicos a cambio de un voto favorable para los candidatos opositores,” 
agregándose que dicha funcionaria habría dirigido “acciones destinadas a manipular el voto 
asistido de los ciudadanos adultos mayores o aquellos que por alguna condición física o 
cualquier otro impedimento le dificultaba ejercer su derecho al sufragio (…).” En síntesis, se 
afirmó en el recurso, según la sentencia, que:  

“la secretaria de la Gobernación del mencionado Estado, Victoria Franchi Caballero" ofrecía 
entre Dos Mil Bolívares (Bs. 2.000,00) y Cinco Mil Bolívares (Bs. 5.000,00), a los habitantes 
de Amazonas para que votaran por la mesa de la Unidad Democrática (MUD) o ayudaran a 
desviar el voto de las personas que por razones físicas u otro impedimento realizaran su 
votación de forma asistida.” 

De ello, concluyó la demandante, según la reseña de la demanda que se hizo en la 
sentencia, que “los ciudadanos y ciudadanas que ejercieron su derecho al sufragio durante 
este proceso electoral en el Estado Amazonas, no lo hicieron de manera libre y voluntaria, 
sino bajo la presión y coaccionados por acciones de la tolda opositora que la Ley especial 
denomina como ‘fraude, cohecho, soborno o violencia’ lo cual afectó los resultados del 
proceso electoral parlamentario.” 

La única prueba que la recurrente presentó del supuesto “fraude estructural y masivo” 
ante la Sala Electoral, según lo reseñó la sentencia, fue el texto de una grabación en la cual se 
podría escuchar una conversación que habría sostenido la mencionada Secretaria de la 
Gobernación del Estado Amazonas, “con otra persona anónima,” en la cual se habrían hecho 
las afirmaciones antes destacadas; grabación que “en fecha 16 de diciembre de 2015, fue 
difundida por los medios de comunicación social.” 

Una demanda o recurso con ese sólo fundamento genérico, basado en una supuesta 
conversación privada sostenida por un funcionario público con una “persona anónima,” que 
constaría de una grabación ilegal, por supuesto no resiste el menor análisis ni consideración, 
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y lo que debió haber hecho la Sala Electoral al recibirla, lejos de admitirla, era declarar el 
recurso como inadmisible, pues como resulta de la reseña que se hace en la sentencia, no solo 
la recurrente no acompaño prueba alguna de la certeza de la supuesta conversación, ni de que 
la misma realmente hubiera tenido lugar, sino que tampoco acompañó prueba alguna de que, 
por ejemplo, algún votante hubiera efectivamente recibido algún dinero para votar el 6 de 
diciembre de 2015 a favor de algún candidato, de manera que el “fraude estructural y 
masivo” se hubiese producido en el Estado. 

De lo anterior resulta, por tanto, como lo reseñó la Sala Electoral, que en el expediente 
no hay prueba alguna de que en las elecciones parlamentarias del Estado Amazonas hubiese 
ocurrido algún fraude estructural y masivo, y lo único que se alegó fue que en una 
conversación privada entre dos personas, se habló de pagos a electores para que fueran a 
votar, pero sin identificarse ni siquiera uno en todo el Estado. Ello, se insiste, bastaba para 
declarar inadmisible la demanda; pero no, la Sala Electoral prefirió dictar “justicia [cautelar] 
a la carta”29 como se le habría ordenado. 

Por ello, como lo dijo el Secretario General de la Organización de Estados Americanos 
en carta que le dirigió a quien ejerce la Presidencia de la República en Venezuela en fecha 12 
de enero de 2016, la Sala Electoral atendió “aparentemente, tan solo a la urgencia de la 
necesidad política que la medida cautelar pretende satisfacer,” destacando al referirse a esta 
sentencia de la Sala Electoral, entre otros aspectos, que era absolutamente improcedente “la 
aplicación de una medida cautelar invalidando un acto electoral y los efectos jurídicos de la 
proclamación del Consejo Nacional Electoral,” agregando que: 

“Los derechos a salvaguardar son los de los electores, que en este caso son dejados de lado 
por una grabación anónima, aun cuando ya se había producido su proclamación y 
reconocimiento por parte del CNE. Considerar que una grabación anónima tenga más fuerza 
que las conclusiones del llamado antes del 6 de diciembre “el sistema electoral más perfecto 
del mundo” es intolerable e insostenible jurídicamente. 
Pero además la debida investigación de si esa grabación constituye también evidencia de 
espionaje electoral a la oposición, elemento hoy esencial para también poder juzgar sobre la 
verdad material del caso y saber con certeza respecto a las acusaciones realizadas, algo que 
obviamente debe ser el centro de los esfuerzos de todos: conocer la verdad. 
Esa verdad requiere algo más que un procedimiento como el realizado, la medida cautelar 
tomada es resultado de un proceso probatorio extraordinariamente frágil, sin sustanciación. 
Así en un par de días se dejaron sin efecto los resultados de proclamación del CNE.”30 
Por ello, lo más grave de la insensatez cometida por la Sala Electoral, al admitir la 

demanda, fue que tanto a la recurrente como a la propia Sala Electoral se les olvidó ‒o 
ignoraban de su existencia‒ que el artículo 49.1 de la Constitución declara “nulas las pruebas 
obtenidas mediante violación del debido proceso,” lo que significa que ningún proceso en 
Venezuela puede fundarse sobre pruebas ilícitas, que son aquellas obtenidas en violación de 
los derechos fundamentales.  

En Venezuela, la Constitución protege el derecho de las personas a la 
“confidencialidad” (art. 6), y garantiza en el artículo 48 “el secreto e inviolabilidad de las 
comunicaciones privadas en todas sus formas” prohibiendo que puedan ser “interferidas sino 
por orden de un tribunal competente, con el cumplimiento de las disposiciones legales y 

                                                             
29  Véase Laura Louza, La “justicia a la carta” de la sala Electoral. Sobre la suspensión de los 

diputados del estado Amazonas, 5 de enero de 2016, en http://www.accesoalajusti-cia.org/noticias 
/detalle.php?notid=13501#.VowQnfnhBdg 

30  Véase en http://www.oas.org/documents/spa/press/CARTA.A.PRESIDENTE.MADURO. 12-01-
16. pdf  
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preservándose el secreto de lo privado que no guarde relación con el correspondiente 
proceso.”31 

Ello, además, está regulado con detalle en la Ley sobre protección a la privacidad de las 
comunicaciones,32 que la sentencia también ignoró, que fue dictada en 1991, precisamente 
con el objeto de “proteger la privacidad, confidencialidad, inviolabilidad y secreto de las 
comunicaciones que se produzcan entre dos o más personas,” en la cual se tipifica como 
delito castigado con prisión de tres a cinco años, a quien “arbitraria, clandestina o 
fraudulentamente grabe o se imponga de una comunicación entre otras personas” (art 2). La 
Ley, además, dispone que en dicha pena también incurre, “quien revele, en todo o en parte, 
mediante cualquier medio de información, el contenido de las comunicaciones” (art. 2), e 
incluso, castiga con prisión de seis a treinta meses, a quien “perturbe la tranquilidad de otra 
persona mediante el uso de información obtenida por procedimientos condenados por esta 
Ley y creare estados de angustia, incertidumbre, temor o terror” (art. 5). 

En consecuencia, el sólo hecho de que una persona hubiera acudido ante la Sala 
Electoral con una demanda basada en una grabación ilegal de una conversación privada entre 
dos personas, para alegar un “fraude electoral estructural y masivo,” bastaba no solo para 
declarar la inadmisibilidad de la demanda, sino para requerir el enjuiciamiento de la 
recurrente ante el Ministerio Público, por pretender fundamentar una demanda en un hecho 
delictivo. Al no hacerlo y admitir la demanda y aceptar como único medio de prueba de la 
misma una grabación ilegal, los señores jueces de la Sala Electoral, a su vez, incurrieron en 
delito al ser cómplices del delito cometido. 

La sentencia Nº 260, por tanto, está viciada de inconstitucionalidad e ilegalidad, siendo 
el contenido de la misma en sí mismo un acto delictivo, que ameritaba que quienes la 
firmaron fueran enjuiciados, aun cuando en dicha sentencia no se hubiera resuelto el fondo de 
asunto planteado, que fue la declaratoria de nulidad de las elecciones en el Estado Amazonas, 
sino solo una medida cautelar, pues ésta estaba basada en una prueba ilegal. 

En efecto, la sentencia, como acto delictivo, se limitó a considerar y decidir, sin que los 
jueces recibieran por supuesto los antecedentes administrativos y el informe sobre los 
aspectos de hecho y de derecho relacionados con el recurso que la Sala Electoral solicitó al 
Consejo Nacional Electoral, sobre la específica solicitud formulada por la recurrente, de que 
la Sala dictase una medida cautelar consistente en el: 

“amparo temporal de los derechos constitucionales previstos en los artículos 62 y 63 de la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, violentados por las toldas 
opositoras, como medio definitivo para establecer la situación jurídica, ya que se está 
vulnerando de manera flagrante, grosera, directa e inmediata los derechos constitucionales de 
los electores y electoras del Estado Amazonas, siendo que de esta forma se mantengan en la 
misma situación fáctica que tenían antes de la violación, hasta tanto sea decidido el presente 
recurso.” 

Por supuesto, para poder considerar la medida cautelar solicitada, la Sala Electoral, 
como lo expresó en su sentencia, ineludiblemente no solo tuvo que apreciar en el caso “la 
presunción del derecho reclamado (fumus boni iuris),” y que la medida fuera “necesaria a fin 
de evitar perjuicios irreparables o de difícil reparación por la sentencia definitiva (periculum 

                                                             
31  Véase en el mismo sentido, lo indicado por José Ignacio Hernández, “¿Qué dijo la Sala Electoral 

para “suspender” a los diputados de Amazonas?,” en Prodavinci, 4 de enero de 2016, en http:// 
prodavinci.com/blogs/que-dijo-la-sala-electoral-para-suspender-a-los-diputados-de-amazonas-por-
jose -i-hernandez/  

32  Véase en Gaceta Oficial Nº 34.863 de 16 de diciembre de 1991.  
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in mora),” sino “los elementos probatorios que acrediten la existencia de presunción los 
requisitos anteriores,” es decir, la Sala tuvo que haber valorado la viciada prueba aportada, es 
decir, la grabación ilegal de una supuesta conversación privada entre dos personas. 

Pero lejos de considerar esa circunstancia de ilegalidad, al contrario, la Sala Electoral la 
valoró totalmente, e incluso, como el único fundamento de lo alegado por la recurrente de 
considerar, irresponsablemente, que: 

“(…) los diputados electos en el circuito electoral del Estado Amazonas carecen de 
legitimidad, siendo que además no representan la voluntad del pueblo del Estado Amazonas, 
por lo tanto al asumir los cargos el próximo 05 de enero de 2016 los candidatos elegidos por 
dicho Estado en la Asamblea Nacional, podría existir el riesgo que los mismos tomen 
decisiones sin tener la representatividad del pueblo amazonense.” 

Esa valoración de la prueba ilegal para acordar la medida preventiva, por otro lado, la 
hizo la Sala solo atendiendo al argumento de la recurrente de que como la grabación ilegal de 
la conversación privada había sido divulgada en los medios ‒lo que en sí mismo era un 
delito‒ entonces se trataba de un supuesto “hecho notorio comunicacional” respecto del cual 
según la sentencia, “la parte que lo alega está exenta de cumplir con la carga de su 
demostración.”  

Tan simple y burdo como lo que queda dicho, que no es otra cosa que decir que si se 
obtiene una grabación ilegal de una conversación, sin siquiera saberse si la misma es cierta, y 
no es un montaje, sin embargo si se la divulga en los medios de comunicación ‒cometiéndose 
un delito‒, ello entonces convierte el delito y el contenido de lo supuestamente dicho en un 
“hecho notorio comunicacional,” que tiene que tomarse por cierto, sin que nada tenga que 
probarse. Mayor aberración jurídica es ciertamente imposible de concebir. 

Y eso fue lo que resolvió la irresponsable Sala Electoral, apelando a una cuestionable 
decisión de la Sala Constitucional (sentencia Nº 98 del 15 de marzo del 2000),33 que lejos de 
avalar lo decidido por la Sala Electoral, impedía adoptar la decisión, pues dicha sentencia en 
lo que insistió fue que lo que podía dar origen a un “hecho notorio comunicacional” era un 
“hecho” suceso o acaecimiento publicitado, y no un “testimonio” de una conversación sobre 
hechos que es lo que contenía la grabación ilegal.  

Por ejemplo, de acuerdo con la sentencia de la Sala Constitucional citada, un “hecho 
público comunicacional” serían los ataques terroristas del 13 de noviembre de 2015 ocurridos 
en Paris, que no requerirían de prueba, pues como lo dice la sentencia de la Sala Electoral 
constan de “grabaciones o videos, por ejemplo, de las emisiones radiofónicas o de las 
audiovisuales, que demuestren la difusión del hecho, su uniformidad en los distintos medios y 
su consolidación; es decir, lo que constituye la noticia.” Esos “hechos” son distintos a los 
“testimonios” que pudieron darse sobre esos hechos, contentivos en declaraciones 
publicitadas, que nunca podrían ser el tal “hecho notorio comunicacional.” 

En los mismos términos, como lo resolvió la propia Sala Electoral en la sentencia Nº 145 
del 27 de octubre de 2010, ratificada en la Nº 58 del 9 de julio de 2013, que se cita en la misma 

                                                             
33  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Sobre el llamado ‘hecho comunicacional’ como fundamento de 

una acusación penal”, en Temas de Derecho Penal Económico, Homenaje a Alberto Arteaga 
Sánchez (Compiladora Carmen Luisa Borges Vegas), Fondo Editorial AVDT, Obras colectivas 
OC Nº 2, Caracas 2007, pp. 787-816; y “Consideraciones sobre el “hecho comunicacional” como 
especie del “Hecho Notorio” en la doctrina de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo” en 
Revista de Derecho Público, Nº 101, enero-marzo 2005, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2005, pp. 225-232. 
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sentencia que comentamos, lo publicitado “debe tratarse de hechos y no de opiniones o 
testimonios, de eventos reseñados por los medios como noticia (…) (destacado del original).” 

Sin embargo, en el caso decidido por la Sala Electoral, en la grabación de una 
conversación privada que supuestamente sería la prueba de un fraude, en realidad no hay 
ningún “hecho” publicitado ‒salvo la grabación ilegal en sí misma‒ que se configure como 
hecho notorio comunicacional, sino que lo que hay solo sería un “testimonio” de alguna 
persona sobre hechos. Por ello, si la sentencia hubiese sido dictada para enjuiciar a los 
responsables del delito de divulgación de conversaciones privadas, el “hecho” de la 
grabación en cuestión difundida en los medios habría sido prueba suficiente del delito; pero 
en este caso, no se estaba juzgando el “hecho” de que se divulgó una grabación ilegal, sino 
un supuesto hecho que era un “fraude” que supuestamente solo constaba de “testimonios” 
expresados en una conversación. 

La propia Sala Electoral confesó en su sentencia que solo apreció:  
“la uniformidad en diversos medios impresos y digitales de comunicación social del día 16 
de diciembre de 2015, de un hecho noticioso consistente en la difusión de grabación del 
audio de una conversación entre la ciudadana Victoria Franchi Caballero, Secretaria de la 
Gobernación del estado Amazonas, y persona no identificada (anónima) en la cual se refiere 
la práctica de compra de votos y pago de prebendas a electores para votar por la denominada 
Mesa de la Unidad Democrática (MUD) o ayudar a desviar la voluntad de las personas que 
requerían asistencia para el acto de votación.” 

Es decir, el hecho noticioso para la Sala Electoral fue solo la difusión de la grabación 
ilegal, no el contenido de la misma, que no era más que un testimonio, y que por supuesto 
nunca podría ser un “hecho notorio comunicacional.” Es decir, si la grabación constituía una 
prueba de algo, solo era de la comisión de un delito, pero no de alguna violación electoral. 

Por ello, aplicar la tesis del “hecho notorio comunicacional” para eximir a la recurrente 
de la carga de probar un hecho tan grave como es un “fraude estructural y masivo” en una 
elección popular, no sólo violó la garantía del debido proceso,34 sino que fue una aberración 
jurídica imperdonable, y lo menos que ameritaría es retrotraer a estos magistrados a que 
comenzaran a estudiar derecho, que por lo visto nunca hicieron. Y no bastaba para justificar 
el error de derecho cometido, argumentar que alguien hubiese solicitado el inicio de alguna 
investigación por el contenido de la grabación, o de que la persona que habría supuestamente 
dado un testimonio hubiese sido aprehendida. Ello solo demostró el hecho de que se produjo 
un delito que fue la divulgación de una grabación ilegal, que la Sala Electoral estaba en la 
obligación de procurar que se sancionara. 

La fundamentación de la declaración de procedencia de la medida de amparo cautelar 
que se había solicitado, por tanto, basada solo en la divulgación de una grabación ilegal, fue 
contraria a la Constitución, a la ley y a la propia jurisprudencia de la Sala, al igual que fue 

                                                             
34  Como lo observó el Secretario General de la OEA Luis Almagro, en su comunicación de 30 de 

mayo de 2016 con el Informe sobre la situación en Venezuela en relación con el cumplimiento de 
la Carta Democrática Interamericana, al referirse a dicha sentencia: “basar en esto la suspensión de 
los efectos de los actos de totalización, adjudicación y proclamación emanados del Consejo 
Nacional Electoral, sin escuchar previamente a dicho Consejo, violó de manera flagrante las 
garantías del debido proceso,” p. 50. En igual sentido, indicó: “basar en esto la suspensión de los 
efectos de los actos de totalización, adjudicación y proclamación emanados del Consejo Nacional 
Electoral, sin escuchar previamente a dicho Consejo, y los descargos de los diputados electos en 
cuestión, viola las garantías del debido proceso” p. 53. Véase en 
oas.org/documents/spa/press/OSG-243.es.pdf. 
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contrario a derecho lo decidido en la sentencia al ordenar, como se anunció en la página web 
de la Sala en 30 de diciembre de 2015: 

“de forma provisional e inmediata la suspensión de efectos de los actos de totalización, 
adjudicación y proclamación emanados de los órganos subordinados del Consejo Nacional 
Electoral respecto de los candidatos electos por voto uninominal, voto lista y representación 
indígena en el proceso electoral realizado el 6 de diciembre de 2015 en el estado Amazonas 
para elección de diputados y diputadas a la Asamblea Nacional, hasta que se dicte sentencia 
definitiva en la presente causa.” 

Es asombroso constatar, cómo una Sala del Tribunal Supremo, al suspender los efectos 
ya cumplidos y por tanto “no suspendibles” de unos actos como los impugnados, y así privar 
de representación popular a todo un Estado del país en la Asamblea Nacional no hizo el más 
mínimo esfuerzo por valorar y ponderar en forma alguna los intereses en juego, que eran, por 
una parte el interés particular de la recurrente, quien no había sido electa, y por el otro, el 
interés colectivo de toda la población del Estado Amazonas en tener representación en la 
Asamblea Nacional, lo que de por sí vició la decisión en su motivación que estaba ausente.  

Además, en todo caso, la “suspensión” de efectos en este caso, como se dijo, era 
imposible, pues como bien se ha dicho,35 la suspensión de efectos de determinados actos solo 
se puede pronunciar cuando los dichos efectos no se han producido o están cumpliéndose. 
Por ejemplo, en una demanda contencioso administrativa de nulidad contra un permiso de 
construcción, se puede dictar la suspensión de efectos del acto recurrido siempre que la 
edificación permisada no hubiese comenzado, o si estuviese en curso la edificación, 
paralizando en consecuencia la obra. Pero si la obra se terminó y la edificación está completa, 
no habría nada que suspender. La suspensión de efectos en esos casos es simplemente 
imposible. 

Ello mismo ocurrió en este caso: la elección de los diputados del Estado Amazonas ya 
se había efectuado hacía un mes, en diciembre de 2015, y todos los actos “de totalización, 
adjudicación y proclamación” de esa elección se habían efectuado totalmente, habiendo 
comenzando los proclamados a gozar de la inmunidad que le garantizaba las Constitución 
(art. 200).36 No era jurídicamente posible entonces en ese caso “suspender” los efectos de un 
acto que ya se cumplieron. La sentencia, por tanto, era simplemente inejecutable.37 

                                                             
35  Véase José Ignacio Hernández, “¿Qué puede pasar el #5E, día de la instalación de la Asamblea 

Nacional?, en Prodavinci, 2 de enero de 2016, en http://prodavinci.com/blogs/que-puede-pasar-el-
5e-dia-de-la-instalacion-de-la-asamblea-nacional-por-jose-ignacio-hernandez/?utm_source=feed 
burner&utm_medium= email&utm_campaign=Feed:+Prodavinci+(Prodavinci). 

36  Como lo resumió con precisión el profesor Alberto Arteaga: “Un tribunal, por más supremo que 
sea, no puede desconocer la voluntad del pueblo que ha elegido a sus representantes y le ha 
otorgado, con la proclamación, la investidura parlamentaria, con la coraza de protección de la 
inmunidad, que lo sustrae, precisamente, de cualquier acción temeraria o aventurada de 
desconocimiento de su condición y que pueda intentarse desde el Gobierno o por cualquier otro 
francotirador, destinada a provocar una decisión que, por vía provisional o cautelar, pretende dejar 
sin efecto la expresión de la voluntad soberana. / Una vez proclamado un diputado, goza de 
inmunidad, prerrogativa funcional y no personal que no permite que sea coartado en el ejercicio de 
sus funciones y, por tanto, no puede ser impedida la formalidad de la juramentación y posterior 
asunción de todas sus obligaciones y derechos. / A tal punto es trascendente esta inmunidad, que 
lo coloca a salvo de decisiones del máximo tribunal que, inclusive, en el caso en que el Tribunal 
Supremo de Justicia declare, en un antejuicio, por la presunta comisión de un delito, que hay 
mérito para el enjuiciamiento penal de un diputado, no se puede proceder ni llevar a cabo el juicio 
si la Asamblea no lo autoriza o allana la inmunidad, decisión de naturaleza política en salvaguarda 
de la representación popular que podría resultar afectada. / Corresponde a la Asamblea y no al 
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Es decir, en resumen, la sentencia de la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia 
Nº 260, tan esperada durante los días de fin y comienzo de año 2015-2016, no fue más que un 
bodrio inconstitucional, de contenido delictivo, e inejecutable que no podía ser acatada; un 
signo más de la fase terminal de un régimen que no respeta la soberanía popular. 

4. El rechazo de la oposición a la medida cautelar de suspensión de efectos de la 
proclamación de los diputados electos y proclamados en el Estado Amazonas 

Contra la decisión cautelar contendida en la sentencia N° 260 del 30 de diciembre de 
2015, el 13 de enero de 2016, tres de los cuatro diputados afectados por la misma, y además, 
un grupo de ciudadanos electores del Estado, formularon oposición solicitando su 
revocatoria. Igualmente lo hicieron, el 18 de enero de 2016, los miembros de la Junta 
Directiva de la Asamblea Nacional en tal carácter y en representación de la Asamblea 
Nacional, solicitando “la intervención en este proceso de la Junta Directiva de la Asamblea 
Nacional y de la misma Asamblea Nacional, por nosotros representada.” 

Dichas oposiciones fueron resueltas por la Sala Electoral mediante sentencia Nº 126 del 
11 de agosto de 2016,38 declarándola sin lugar, para lo cual lo primero que hizo la Sala fue 
negarle a la Junta Directiva de la Asamblea Nacional la posibilidad misma de poder alegar y 
argumentar en el proceso de amparo, a pesar de sentar el principio de que” 

“en el procedimiento contencioso electoral pueden intervenir como terceros adhesivos 
quienes detenten un interés jurídico (legítimo o simple) y pretendan coadyuvar a vencer en el 
proceso a alguna de las partes, sin sustituirse ‒en principio, en la condición de ésta‒. No 
obstante, la situación jurídica del tercero respecto al caso concreto puede conllevar a 
calificarlo como “tercero verdadera parte”.  

A pesar de ello, la Sala Electoral, luego de admitir en el proceso “como tercero 
verdadera parte” a los diputados opositores afectados, y como “terceros adhesivos” a los 
ciudadanos electores que suscribieron la oposición, le negó en efecto a los diputados 
miembros de la Junta Directiva de la Asamblea Nacional, y a la propia Asamblea 
representada por los mismos, la posibilidad de participación en el proceso. 

Para justificar su condición de terceros intervinientes en el proceso, los diputados 
miembros de la Junta Directiva de la Asamblea y a la Asamblea misma, habían invocado el 
artículo 27 .1 del Reglamento Interior y Debates que atribuye al Presidente de la Asamblea 
Nacional el ejercicio de la representación de la misma. La Sala no consideró dicha 
representación suficiente, argumentando que “se encuentra vinculada con la dirección de la 
actividad parlamentaria que comprende la organización y ejecución de las sesiones o debates 
para tratar los asuntos objeto de conocimiento, discusión y aprobación del Pleno de la 
Asamblea Nacional,” y no para la intervención en el proceso contencioso electoral.  

                                                                                                                                                      
Tribunal Supremo de Justicia la calificación de sus miembros y, eventualmente, su separación, 
pero no puede admitirse que por una maniobra leguleyesca o componenda procesal, mediante una 
decisión evidentemente sin fundamento, se pretenda afectar el funcionamiento del poder más 
importante en un Estado de Derecho.” En Alberto Arteaga, “¿Diputados “desproclamados?”, El 
Nacional, 5 de enero de 2016, en http://www.el-nacional.com/opinion/Diputados-desprocla-
mados_0_769123191.html#.VouyuE4c qOI.gmail. 

37  En igual sentido, véase José Ignacio Hernández, “¿Qué dijo la Sala Electoral para “suspender” a 
los diputados de Amazonas?,” en Prodavinci, 4 de enero de 2016, en http://prodavinci.com 
/blogs/que-dijo-la-sala-electoral-para-suspender-a-los-diputados-de-amazonas-por-jose-i-hernan dez/. 

38  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/selec/agosto/190168-126-11816-2016-2016-X-000003. 
HTML 
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La Sala estimó que la representación debía “resultar del acuerdo previo de los diputados 
miembros de la Asamblea Nacional, a los fines de hacer valer en juicio el interés legítimo 
sobre la validez del proceso electoral impugnado,” concluyendo que “la representación en 
juicio de la República, por órgano de la Asamblea Nacional, no puede subsumirse en el artículo 
27.1 del Reglamento Interior y de Debates,” razón por la cual no admitió la oposición 
formulada el 18 de enero de 2016 los miembros de la Junta Directiva de la Asamblea Nacional. 

La Asamblea Nacional, en efecto, es un órgano del Poder Público, y los miembros de su 
Directiva son sus titulares, y tratándose de una medida cautelar de amparo, y por tanto, un 
procedimiento regido por los principios de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y 
Garantías Constitucionales, no hay duda que dicho órgano y los miembros de su Junta 
Directiva por supuesto que pueden tener el carácter de terceros interesados en un proceso en 
el cual se cuestionaba precisamente el carácter de miembro de la Asamblea de unos 
diputados. La decisión de la Sala Electoral, por tanto, violó el derecho de dicho órgano y de 
sus representantes, e participar y alegar en un proceso en el cual indudablemente tenía 
interés, vulnerándose así el derecho al debido proceso de los intervinientes.  

Ahora bien, entre los alegatos formulados en la oposición a la medida cautelar, los 
oponentes argumentaron que lo decidido implicaba suspender a “inmunidad parlamentaria” 
que los intervinientes alegaron tenían desde que fueron proclamados por el Órgano Electoral, 
argumentando que la misma “solo podría ser objeto de suspensión por decisión de la propia 
Asamblea Nacional” no pudiendo ser “suspendida” por una decisión judicial. 

Frente a ello, sin embargo, la Sala argumentó que lo que se había impugnado era “el 
proceso electoral de las elecciones parlamentarias celebradas el 6 de diciembre de 2015, en el 
circuito electoral del Estado Amazonas para el período constitucional 2016-2021,” 
considerando entonces que todos los actos “que integran las fases del proceso electoral 
subsiguientes al acto de votación” eran susceptibles de control por la jurisdicción contencioso 
electoral ejercida por la Sala, y por tanto, también todos ellos podían ser “objeto de suspensión 
cautelar.” 

Sobre el cuestionamiento formulado sobre la improcedente “suspensión” de la 
inmunidad parlamentaria, la Sala se limitó a considerar que ello no constituía el objeto de la 
decisión cautelar que ordenó la inejecución temporal del acto de proclamación, 
argumentando simplemente que no era competencia de la “Sala Electoral determinar el 
alcance o interpretación del artículo 200 de la Constitución,” y determinar “en consecuencia, 
si los oponentes gozan o no del mencionado privilegio.” La Sala, sin embargo, al desestimar 
el alegato sin mayor argumentación, se pronunció sobre el tema solo citando la sentencia Nº 
612 de la Sala Constitucional del 15 de julio de 2016, en la cual supuestamente el Tribunal 
Supremo se había pronunciado “sobre los límites de la inmunidad parlamentaria” solo 
citando un párrafo de la sentencia Nº 7 del 5 de abril de 2011 de la Sala Plena del Tribunal 
Supremo de Justicia, en la cual a su vez, se citó otro párrafo de la sentencia Nº 59 de 26 de 
octubre de 2010 (publicada el 9 de noviembre de 2010) de la misma Sala Plena en la cual se 
indicó que: 

“hay prerrogativa en tanto se ejerza la función” y “cuando no se desempeña el cargo no se 
goza de la prerrogativa procesal”, porque lo que priva es una concepción de la inmunidad 
como garantía del buen funcionamiento de la Asamblea Nacional.”  

De las sentencia citadas, en efecto se puede “deducir” el argumento formulado en su 
momento por la Sala Plena respecto de los diputados electos en diciembre de 2010, en el 
sentido de que el día en el cual los mismos comenzaron “a gozar de la prerrogativa de la 
inmunidad parlamentaria es el día 5 de enero de 2011, o el más inmediato posible” (artículo 
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219, Constitución), a lo que agregó lo expresado en otra sentencia también citada por la Sala 
Electoral, No 58 de la misma Sala Plena de 9 de noviembre de 2010, referida a la inmunidad 
que protege a los parlamentarios “en el ejercicio de su función parlamentaria” y con ocasión 
del “ejercicio de sus funciones.” Solo con estas referencias a referencias de sentencias 
citadas, la Sala Plena, sin motivación alguna en el texto, simplemente desestimó el alegato de 
oposición formulado sobre el tema de la violación de la inmunidad de los diputados una vez 
proclamados. 

Otro alegato de oposición que se formuló fue el de “la inejecutabilidad e 
improcedencia” de la medida cautelar decretada, considerando los intervinientes, con razón, 
que la misma carecía “de eficacia y ejecución, en virtud que los efectos de los actos de 
totalización, adjudicación y proclamación […] ya habían sido ejecutados y agotados en su 
totalidad,” considerando además que el acto de proclamación había sido “de cumplimiento 
instantáneo.” Sobre ello, la Sala Electoral, lejos de considerar que el acto de proclamación es 
un acto de cumplimiento instantáneo que produce efectos de inmediato, los cuales se agotan 
con su emisión, citando unas sentencias anteriores N° 3 del 29 de enero de 2007 y N° 24 del 
16 de febrero de 2012, indicó al contrario que: 

“la ejecución del acto de proclamación de los candidatos electos (hoy oponentes) no se 
consumó de forma automática o inmediata, sino que estaba condicionada al cumplimiento de 
actos posteriores a su emisión, tales como la juramentación y la posesión efectiva del cargo, 
los cuales no se habían producido en la oportunidad de dictarse la sentencia N° 260 de fecha 
30 de diciembre de 2015 que ordenó la suspensión de efectos de los actos de totalización, 
adjudicación y proclamación.”  

Por ello, ratificó que la decisión cautelar que había dictado “ordenó suspender los 
efectos de los actos de totalización, adjudicación y proclamación dictados en el proceso 
electoral realizado el 6 de diciembre de 2015” con lo cual se había originado “la inejecución 
temporal de las consecuencias jurídicas y materiales que de ellos se derivan,” notificándose a 
la Asamblea Nacional “a los fines de abstenerse de realizar actos que impliquen la eficacia o 
ejecución de los mencionados actos.” 

Por último, sobre el argumento formulados por los oponentes de que el único alegato 
que sustentó la demanda principal de nulidad de las votaciones de Diputados en el Estado 
Amazonas con la cual se formuló la petición de amparo cautelar, había sido un fraude 
electoral basado en la mencionada “grabación ilegal,” que no podía constituir prueba lícita 
alguna a los fines de evidenciar la apariencia o indicio grave de violación de derechos 
constitucionales ni configurar presunción alguna de buen derecho para otorgar la medida 
cautelar. Frente a ello, sin embargo, la Sala solo se limitó a señalar que la exigencia procesal 
del fumus boni iuris “no implica pronunciamiento adelantado sobre el fondo del asunto 
objeto del recurso principal, pues luego de la sustanciación del proceso el juez decidirá 
conforme a los hechos alegados por las partes y con vista a las pruebas del expediente.” 

La Sala solo dijo, que la solicitud cautelar se había fundamentado en “la presunción de 
buen derecho” que supuestamente derivaba de la violación de la “libertad del elector en la 
expresión de sus preferencias políticas y la veracidad o fidelidad del escrutinio, ello a cambio 
de beneficios económicos por un voto a favor de los candidatos de oposición;” todo lo cual, a 
juicio de la Sala solo fue apreciado “preliminarmente con base en la constatación de un hecho 
noticioso señalado por la recurrente y conocido de forma notoria por esta Sala, en virtud de 
su difusión pública y uniforme en medios de comunicación.”  

Y nada más, de manera que fue con base en ello solo, que la Sala había ordenado 
“suspender la ejecución provisional de los actos de totalización, adjudicación y proclamación 
de los candidatos electos a los fines de la protección cautelar de los derechos fundamentales 
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de naturaleza política de los electores del Estado Amazonas;” declarando al final, sin lugar la 
oposición a la dicha medida cautelar. 

II. LA SALA ELECTORAL VS. LA VOLUNTAD POPULAR: LA PROHIBICIÓN DEL 
FUNCIONAMIENTO Y ACTUACIÓN DEL PARLAMENTO POR ORDEN 
JUDICIAL DE LA SALA ELECTORAL DEL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

La decisión de la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia, contenida en la 
sentencia Nº 260 de 30 de la diciembre de 2015 (Caso: Nicia Marina Maldonado Maldonado 
vs. Elecciones Estado Amazonas),39 suspendiendo la proclamación efectuada por el Consejo 
Nacional Electoral de la elección de los diputados electos 6 de diciembre de 2015 en el 
Estado Amazonas, fue un evidente desconocimiento de la voluntad popular expresada en 
dicho Estado Amazonas, privándolo de representación en la Asamblea. Lo resuelto, además, 
fue un evidente error judicial, inexcusable, pues a pesar de que se pretenda lo contrario, 
jurídicamente no es posible suspender los efectos de actos ya cumplidos, razón por la cual la 
decisión podía considerarse como inejecutable,40 pues no podía ser cumplida, y no era 
susceptible de ser acatada por nadie. 

El error de la sentencia de la Sala Electoral, además, se agravó, porque la misma 
desconoció que conforme a la Constitución solo la propia Asamblea Nacional tiene la 
potestad privativa de calificar a sus integrantes (art. 187.20), y que los diputados desde su 
proclamación gozan de inmunidad parlamentaria (art. 200), pudiendo solo perder su 
investidura mediante revocación popular de su mandato (arts. 72, 198).  

La sentencia, dictada por una de las Salas del Tribunal Supremo, en todo caso, abrió las 
puertas para el inicio de un conflicto institucional que afectó el funcionamiento de la nueva 
Asamblea Nacional. Esta, en efecto, se instaló el día 5 de enero de 2016, con la 
juramentación de 163 de los 167 diputados electos, sin que participaran en dicha instalación 
los diputados electos por el Estado Amazonas. Por ello, ante una denuncia de desacato de la 
sentencia 260 de 30 de diciembre de 2015, la Sala Electoral del Tribunal Supremo en 
sentencia Nº 1 de 11 de enero de 2016,41 expresó que dicho acto de instalación de la 
Asamblea se había verificado “en acatamiento de la sentencia número 260 del 30 de 
diciembre de 2015 dictada por esta Sala Electoral.” 

Ahora bien, una vez instalada la Asamblea Nacional como representación de la soberanía 
popular, su directiva, integrada por los diputados Henry Ramos Allup, Enrique Márquez y 
José Simón Calzadilla, procedieron al día siguiente, 6 de enero de 2016, a juramentar como 
Diputados a los ciudadanos Nirma Guarulla, Julio Haron Ygarza y Romel Guzamana quienes 
habían sido electos en el Estado Amazonas, en virtud de que los mismos habían sido 
debidamente proclamados por las autoridades electorales, hecho que se consideró no 
constituía desacato a lo resuelto por el Tribunal Supremo. Como lo expresó el diputado 
Henry Ramos Allup, Presidente de la Asamblea Nacional, según se reseñó sobre ello en la 
sentencia Nº 1 de 11 de enero de 2016: 

                                                             
39  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/selec/diciembre/184227-260-301215-2015-2015-000 

146.HTML.  
40  En igual sentido, véase José Ignacio Hernández, “¿Qué dijo la Sala Electoral para “suspender” a 

los diputados de Amazonas?,” en Prodavinci, 4 de enero de 2016, en http://prodavinci.com 
/blogs/que-dijo-la-sala-electoral-para-suspender-a-los-diputados-de-amazonas-por-jose-i-hernandez/  

41  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/selec/enero/184253-1-11116-2016-X-2016-000 001. 
HTML.  
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“No se puede considerar en desacato a quienes califican a sus propios miembros. Para ejercer 
nuestros derechos constitucionales no pasamos por el tamiz de ningún otro poder. Los dos 
únicos órganos elegidos por sufragio son el presidente y la Asamblea Nacional.”42  
Por su parte, el diputado Enrique Márquez, Primer Vicepresidente de la Asamblea 

Nacional, igualmente declaró:  
“No la podemos acatar, estaríamos entrando en desacato de la voluntad popular y la 
Constitución, algo que no vamos a hacer. Una vez proclamados nadie puede detener su 
juramentación.”43 
Sin embargo, esa no fue la apreciación de la candidata a diputado que no había resultado 

electa el 6 de diciembre de 2016 y quién había impugnado la elección de los diputados en el 
Estado Amazonas ante la Sala Electoral de Tribunal Supremo y quien acudió además para 
peticionar ‒a lo que se unieron unos diputados a la Asamblea Nacional miembros del partido 
de gobierno que actuaron como coadyuvantes interesados‒, que la sentencia Nº 260 de 30 de 
diciembre de 2016 fuera “acatada,” solicitándole a la Sala que se pronunciase “en forma 
inmediata sobre la inconstitucionalidad de la juramentación írrita efectuada en el hemiciclo 
legislativo el día 6 de enero de 2016.”  

Por su parte los terceros interesados fueron más allá en sus peticiones, alegando ante la 
Sala Electoral, que la Junta Directiva de la Asamblea Nacional al no haber “acatado la antes 
referida decisión de la Sala Electoral,” había violado: 

“los principios de jurisdicción, división de los Poderes Públicos y supremacía constitucional, 
previstos en los artículos 253, 136, 138, 139 y 7 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, la cual, por tratarse de un evidente abuso y desviación de poder, 
expresado a través de una pretendida usurpación de poder, determina la nulidad absoluta de 
tal actuación antijurídica y, por ende, su ineficacia plena, así como la nulidad de las 
actuaciones subsiguientes en las que intervengan los juramentados al margen del derecho.” 
Adicionalmente, los terceros intervinientes alegaron que los actos de la Asamblea 

Nacional, luego de la incorporación “de los diputados cuya proclamación fue suspendida, 
resultan nulos e ineficaces, y desde luego afectan el funcionamiento adecuado, normal y 
pacífico de la Asamblea Nacional, de la cual formamos parte,” concluyendo con la petición 
que formularon ante la Sala Electoral, que se pronunciase “sobre la inconstitucionalidad e 
ilegitimidad” de la juramentación de los diputados por el Estado Amazonas ante la Junta 
Directiva de la Asamblea Nacional, considerando “que la misma carece de todo efecto 
jurídico y nula e ineficaz, y por ello debe ser considerada inexistente.”  

De todo ello, concluyeron los peticionantes, todos diputados miembros del partido de 
gobierno, solicitando, entre otras cosas, que: 

“2. Declare la nulidad, por razones de inconstitucionalidad e ilegalidad de la juramentación 
de los ciudadanos Nirma Guarulla, Julio Ygarza y Romel Guzamana, efectuada el día 6 de 
enero de 2016, por la junta directiva de la Asamblea Nacional. 

3. Ordene a la junta directiva de la Asamblea Nacional que se abstenga de considerar válida 
la participación como integrantes del Órgano Legislativo Nacional, de los prenombrados 
ciudadanos, cuyo acto de proclamación fue suspendido por virtud de la sentencia n° 260 de 
fecha 30 de diciembre de 2015 de la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia, dado 
que los mismo no ostenta la cualidad de diputados proclamados (…) 

                                                             
42  Según nota de prensa publicada en el portal web del diario El Nacional, 7 de enero de 2016, en 

http://www.el-nacional.com/politica/Ramos-Allup-Asamblea-Nacional-tamiz_0_770923076.html 
43  Según nota en Globovisión, 8 de enero de 2016, en http://globovi-sion.com/article/marquez-

decision-del-tsj-sobre-diputados-de-amazonas-es-inacatable. 
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4. Declare la nulidad de cualquier decisión tomada por la Asamblea Nacional. 

5. Ordene a los órganos administrativos de la Asamblea Nacional se abstenga de incorporar a 
la nómina de pago a los ciudadanos incluidos en el amparo, so pena de incurrir en el desacato 
correspondiente. Tanto en el ámbito legislativo como de control político que se apruebe en el 
parlamento nacional mientras dichos ciudadanos no sean desincorporados. 

6. Los ciudadanos Nirma Guarulla, Julio Ygarza y Romel Guzamana no cumplen con los 
extremos legales para ostentar a la condición de parlamentarios por lo tanto no gozan de la 
‘Inmunidad Parlamentaria’en ese sentido su presentación ante el parlamento para 
juramentarse constituye flagrantemente el desacato a la sentencia N° 260 de fecha 30 de 
diciembre de la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia (…). 

7. Que se ordene al Ejecutivo Nacional, la prohibición de publicar en Gaceta Oficial 
cualquier acto tanto legislativo como de control político que apruebe la Asamblea nacional 
mientras estos ciudadanos estén incorporados como diputados (sic) (destacado del original).” 

En criterio de la Sala Electoral, las solicitudes tenían por objeto que la misma conociera 
de un desacato de su sentencia Nº 260 el 30 de diciembre de 2015, considerando, para 
decidir, todos los hechos denunciados como “hechos notorios comunicacionales” los cuales 
en criterio de la Sala no requerían de actividad probatoria alguna, y que evidenciaban a juicio 
de la Sala, que había habido un: 

“incumplimiento del mandato constitucional cautelar ordenado en la sentencia número 260 
del 30 de diciembre de 2015, referido a la juramentación de los ciudadanos Nirma Guarulla, 
Julio Haron Ygarza y Romel Guzamana en los cargos de diputados a la Asamblea Nacional 
por el estado Amazonas los dos primeros, y por la Región Sur el último de los nombrados.” 

Esta sola “motivación” de la sentencia, por supuesto, la hacía nula de nulidad absoluta, 
pues en la sentencia Nº 260 de 30 de diciembre de 2016, en ninguna página, párrafo o frase 
hay pronunciamiento alguno en relación con la “juramentación” de los mencionados 
diputados. Nada se dice en la sentencia sobre ello, no hay mandato constitucional alguno que 
haya ordenado nada referido a la juramentación de los mencionados diputados. Es más, en la 
sentencia ni siquiera se usa en ninguna línea, párrafo o página las palabras “juramentación” 
o “juramento.” 

La sentencia, por ello, por motivación falsa, estaba viciada de nulidad absoluta. 

Con base en esa falsa motivación, sin embargo, la Sala en la sentencia Nº 1 pasó a 
argumentar que la Asamblea Nacional debía “acatar las disposiciones y decisiones que el 
resto de los poderes del Estado dicten o sancionen en función de sus propias atribuciones 
constitucionales y legales,” pues en caso contrario, “surgiría el riesgo de la ‘anomia’ 
constitucional y la inestabilidad para el Estado y su gobierno;” y considerando que existían 
“suficientes elementos de convicción para decidir la solicitud de desacato como si se tratara 
de un asunto de mero derecho,” constató que “la Junta Directiva de la Asamblea Nacional 
integrada por los Diputados Henry Ramos Allup, Enrique Márquez y José Simón Calzadilla, 
al proceder con la juramentación como Diputados de los ciudadanos Nirma Guarulla, Julio 
Haron Ygarza y Romel Guzamana, incurrió en desacato de la sentencia número 260, del 30 
de diciembre de 2015;” y que igualmente “los ciudadanos Nirma Guarulla, Julio Haron 
Ygarza y Romel Guzamana, con su participación en el acto de juramentación, igualmente 
incurrieron en desacato de la mencionada sentencia” concluyendo con la ratificación de lo 
que había decidido en la sentencia Nº 260 de 30 de diciembre de 2015, “a los fines de su 
inmediato cumplimiento.” 

De todo lo anterior, la Sala Electoral concluyó su razonamiento expresando que: 
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“con la referida juramentación como diputados del órgano legislativo nacional, los 
ciudadanos Nirma Guarulla, Julio Haron Ygarza y Romel Guzamana incurren en el supuesto 
establecido en el artículo 138 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 
al usurpar el ejercicio del referido cargo legislativo en desacato de la sentencia número 260 
citada, norma constitucional que preceptúa que toda autoridad usurpada es ineficaz y sus 
actos son nulos, se encuentran viciados de nulidad absoluta y por tanto resultan inexistentes 
aquellas decisiones dictadas por la Asamblea Nacional a partir de la incorporación de los 
mencionados ciudadanos. Así se decide.” 

O sea de un solo plumazo la Sala Electoral echó por el suelo todos los principios más 
elementales sobre el concepto de usurpación de autoridad como vicio de los actos estatales 
establecidos en Venezuela desde tiempos del inicio de la República, y que preceptúan, como 
lo recordó la Sala Político Administrativa del mismo Tribunal Supremo, unos meses atrás, en 
sentencia Nº 494 de 6 de mayo de 2015 (Caso: Wiliem Asskoul Saab vs. Comisión Judicial 
del Tribunal Supremo de Justicia) que “la usurpación de autoridad ocurre cuando un acto es 
dictado por quien carece en absoluto de investidura pública.”44  

De acuerdo con ello, y esto es elemental, usurpación de autoridad en este caso solo 
hubiera podido ocurrir si la Junta Directiva de la Asamblea hubiese juramentado como 
diputado a una persona que no hubiese sido electa o que no hubiese siquiera participado en el 
proceso electoral, es decir, sin investidura alguna. Ese hubiese sido el único caso de alguien 
juramentado que careciese en absoluto de investidura; pero ese vicio nunca podría darse 
respecto de diputados efectivamente electos, y proclamados por las autoridades electorales 
competentes, y que constitucionalmente desde ese momento gozaban de inmunidad.  

Partiendo entonces del falso supuesto de que en la sentencia Nº 260 de 30 de diciembre 
de 2015 se hubiese resuelto algo sobre la “juramentación” de los diputados electos por el 
Estado Amazonas, y del nuevo error en que incurrió la Sala al pretender calificar su 
juramentación como un acto viciado de “usurpación de autoridad,” la Sala concluyó 
declarando que “los ciudadanos Nirma Guarulla, Julio Haron Ygarza y Romel Guzamana 
efectivamente incurrieron en desacato de la medida cautelar de amparo decretada por esta 
Sala, y subvirtieron la autoridad y el correcto funcionamiento de la Administración de 
Justicia,” ordenando entonces “a la Junta Directiva de la Asamblea Nacional, la 
desincorporación inmediata” de los mismos, ordenando incluso la forma de proceder por la 
Asamblea para ello, indicando que “deberá verificarse y dejar constancia de ello en Sesión 
Ordinaria de dicho órgano legislativo nacional.” Y finalmente, la Sala Electoral, nada menos 
que declaró: 

“nulos absolutamente los actos de la Asamblea Nacional que se hayan dictado o se dictaren, 
mientras se mantenga la incorporación de los ciudadanos sujetos de la decisión N° 260 del 30 
de diciembre de 2015 y del presente fallo.” 

En definitiva, como lo observó el Secretario General de la Organización de Estados 
Americanos Luis Almagro, en carta enviada el 12 de enero de 2016 a quien ejerce la 
Presidencia de la República, Nicolás Maduro: 

“Los resultados de las elecciones legislativas en el Estado de Amazonas fueron cuestionados 
a través de un recurso contencioso electoral presentado por el PSUV ante la Sala Electoral 
del TSJ que ordenó la suspensión de los efectos de los actos de totalización, adjudicación y 
proclamación emanados de los órganos subordinados del CNE. 

                                                             
44  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 142, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2015, pp. 

162 ss. 
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Esta determinación contradice la voluntad de la ciudadanía manifestada en la elección del 
pasado 6 de diciembre y anula la proclamación ya realizada por el CNE. 

La Asamblea Nacional, un día después de instalada, decidió juramentar a los tres diputados 
del Estado de Amazonas.  

A raíz de este acto, ayer 11 de enero el TSJ declaró en desacato a la junta directiva de la 
Asamblea Nacional y ordenó la inmediata separación de los tres diputados. 

Extralimitándose en sus funciones, declaró que los actos de esta Asamblea Nacional serán 
nulos mientras estén en funciones los tres diputados de Amazonas.”45 

Mayor conflicto entre los poderes públicos en Venezuela era difícil de imaginar, pues 
con la sentencia N° 1 de 11 de enero de 2016 de la Sala Electoral del Tribunal Supremo, con 
falsa motivación y errada en derecho, sin embargo simplemente se buscó paralizar al órgano 
legislativo. 

No hay otra forma de entender esta sentencia, por supuesto, que no sea entendiendo que 
en Venezuela no existía un sistema de gobierno basado en el principio de la separación de 
poderes, que ante todo exige que el órgano judicial sea realmente independiente y autónomo. 

En contraste con estos hechos, al mismo tiempo de emisión de la sentencia Nº 1 del 11 
de enero de 2016, el día 13 de enero de 2016, aparecía publicado en la edición del The Wall 
Street Journal, una nota reseñando el discurso anual del Presidente Barack Obama sobre The 
State of the Union que había pronunciado el día anterior, en la cual se destacaba el hecho de 
que en el podio en el Congreso estaba el Presidente Obama, de pie, y el senador Paul Ryan, 
sentado, todo lo cual ‒decía el reportaje‒ estaba “diseñado para mostrar que las ramas del 
gobierno de los Estados Unidos funcionan juntas incluso cuando las mismas están 
controladas por diferentes partidos políticos.”46  

Y ello es así, como sucede en todos los sistemas democráticos montados sobre el 
principio de la separación de poderes, donde el gobierno funciona aun cuando las ramas 
legislativa y ejecutiva estén controladas por partidos diferentes, pero con un elemento 
adicional que no se mencionó en la reseña periodística ‒porque en los Estados Unidos ello 
está sobreentendido‒, que es que fundamentalmente existe otra rama del poder público, que 
es el poder judicial, que necesariamente es autónomo e independiente, y está fuera del control 
de los partidos políticos.  

Si el poder judicial no fuera la balanza entre los dos primeros, y estuviera controlado 
por alguna de las dos ramas, ningún gobierno podría funcionar adecuadamente como una 
democracia. Es decir, como el mismo día se destacó en el Editorial del edición del The New 
York Times, titulado “Poland Deviates From Democracy,” lo contrario era lo que estaba 
ocurriendo en Polonia, donde el primer ministro se había “movido rápidamente en su agenda 
conservadora, incluyendo llenar la alta corte de jueces maleables e imponiendo mayor control 
del gobierno sobre los medios de comunicación gubernamentales.”47 

                                                             
45  Véase en http://www.oas.org/documents/spa/press/CARTA.A.PRESI-DENTE.MADURO. 12-01-

16.pdf  
46  Véase Siobhan Hughes, “Obama, Ryan Size Each Other Up,” al expresar que la ubicación estaba 

“designated to show that the branches of the U.S. government function together even when they 
are controlled by different political parties,” en The Wall Street Journal, January, January 13, 
2016, p. A4. 

47  Véase el Editorial “Poland Deviates From Democracy,” donde se indica que el primer ministro de 
Polonia “has moved rapidly on its conservative agenda, including packing the highest court with 
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Es decir, en cualquier país, el funcionamiento de un sistema democrático, depende de la 
existencia de autonomía e independencia de la Corte Suprema. Los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo pueden estar controlados por los parridos políticos, y ello es lo que normalmente 
ocurre en una democracia; pero el poder judicial no puede estar controlado por los partidos, y 
menos por alguno de los que controlan a los dos otros poderes, porque de lo contrario, 
simplemente no existiría un sistema democrático. Y esa era precisamente la situación que 
existía en Venezuela después de la elección parlamentaria del 6 de diciembre de 2016 que le 
había dado la mayoría parlamentaria a los partidos de oposición, con las decisiones adoptadas 
por la Asamblea Nacional saliente, llenando las Salas del Tribunal Supremo con miembros 
del partido que controla el Poder Ejecutivo. Pasando en esa forma a que el Tribunal Supremo 
estuviese totalmente controlado por el Poder Ejecutivo y por el partido de gobierno. 

Una Corte o Tribunal Supremo en el mundo contemporáneo, como ya lo advirtió Alexis 
de Tocqueville desde el inicio del constitucionalismo moderno hace casi dos siglos, 
refiriéndose precisamente a la Corte Suprema de los Estados Unidos, no sólo es depositaria 
de “un inmenso poder político”48 sino que es “el más importante poder político de los Estados 
Unidos,”49 al punto de considerar que “no había cuestión política en los Estados Unidos que 
tarde o temprano no se convirtiera en una cuestión judicial.”50 Por ello, para de Tocqueville, 
en los poderes de la Corte Suprema “continuamente descansa la paz, la prosperidad y la 
propia existencia de la Unión,” agregando que sin los jueces autónomos e independientes de 
la Corte Suprema: 

“la Constitución sería letra muerta; es ante ellos que apela el Ejecutivo cuando resiste las 
invasiones del órgano legislativo; el legislador para defenderse contra los actos del Ejecutivo; 
la Unión para hacer que los Estados le obedezcan; los Estados para rechazar las exageradas 
pretensiones de la Unión; el interés público contra el interés privado; el espíritu de 
conservación contra la inestabilidad democrática.”51 

En consecuencia, todo el mecanismo de balance y contrapesos del sistema de separación 
de poderes, que por lo demás tuvo su primera aplicación constitucional práctica en los 
Estados Unidos, puede decirse que descansa en la Corte Suprema y en el poder de los jueces 
para poder ejercer el control de constitucionalidad de la legislación; lo que por supuesto se 
puede decir, de todas las Cortes Supremas y Tribunales Constitucionales.  

Por esos poderes, por tanto, para que funcione un sistema de separación de poderes, y 
consecuentemente un régimen democrático, incluso cuando los poderes legislativo y 
ejecutivo estén controlados por partidos diferentes, la elección de los jueces que deben 
integrar esos altos tribunales es vital para el funcionamiento del sistema democrático, pues 
por esencia se trata de órganos que en sí mismos no están sujetos a control alguno, de manera 
que cualquier distorsión o abuso por parte de los mismos queda exento de revisión; como ha 
sido precisamente el caso de la sentencia N° 1 de 11 de enero de 2016 dictada por la Sala 
Constitucional del Tribunal supremo venezolano. 

                                                                                                                                                      
maleable judges and imposing greater government control over the state owned media,” en The 
New York Times, 13 January 2016, p. A20. 

48  Véase Alexis De Tocqueville, Democracy in America (Ed. by J.P. Mayer and M. Lerner), The 
Fontana Library, London, 1968, p. 122, 124. 

49  Ibid., p. 120. 
50  Ibid., p. 184. 
51  Ibid., p. 185. 
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De allí que George Jellinek dijo con razón que la única garantía respecto de los 
tribunales supremos o cortes constitucionales como guardianes de la Constitución, en 
definitiva descansa en la “conciencia moral,”52 y Alexis de Tocqueville, más precisamente, en 
su observación sobre el sistema constitucional norteamericano dijo, que: 

“los jueces federales no sólo deben ser buenos ciudadanos y hombres con la información e 
integridad indispensable en todo magistrado, sino que deben ser hombres de Estado, sabios 
para distinguir los signos de los tiempos, que no tengan miedo para sobrepasar con coraje los 
obstáculos que puedan, y que sepan separase de la corriente cuando amenace con doblegarlos.  

El Presidente, quien ejerce poderes limitados, puede errar sin causar graves daños al 
Estado. El Congreso puede decidir en forma inapropiada sin destruir la unión, porque el 
cuerpo electoral en el cual el Congreso se origina, puede obligarlo a retractarse en sus 
decisiones cambiando sus miembros. Pero si la Corte Suprema en algún momento está 
integrada por hombres imprudentes o malos, la Unión puede ser sumida en la anarquía o la 
guerra civil.”53  

En el mismo sentido, Alexander Hamilton, en la discusión sobre el texto de la 
Constitución norteamericana antes de su sanción, luego de advertir sobre “la autoridad de la 
propuesta Corte Suprema de los Estados Unidos,” y particularmente de sus:  

“poderes para interpretar las leyes conforme al espíritu de la Constitución, lo que habilita a la 
Corte a moldearlas en cualquier forma que pueda considerar apropiada, especialmente 
porque sus decisiones no serán en forma alguna sometidas a revisión o corrección por parte del 
órgano legislativo,”  

concluyó afirmando que: 
“Las legislaturas de varios Estados, pueden en cualquier momento rectificar mediante ley las 
objetables decisiones de sus respectivas cortes. Pero los errores y usurpaciones de la Corte 
Suprema de los Estados Unidos serán incontrolables e irremediables.”54  

Esto es lo que hay que tener en mente cuando a las Cortes Supremas se las llega a 
integrar con personas inmorales, imprudentes o malas, o con miembros de partidos políticos, 
que pasan a estar controladas por alguno de los que controla a alguno de los otros poderes del 
Estado, pasando a convertirse incluso, a veces, en legisladores o peor aún, en constituyentes, 
sin estar sujetos a responsabilidad alguna, trastocándose, en la penumbra de los límites entre 
interpretación y jurisdicción normativa, “de guardianes de la Constitución en soberanos,”55 
usurpando la propia voluntad popular. 

                                                             
52  Véase George Jellinek, Ein Verfassungsgerichtshof fur Österreich, Alfred Holder, Vienna 1885, 

citado por Francisco Fernández Segado, “Algunas reflexiones generales en torno a los efectos de 
las sentencias de inconstitucionalidad y a la relatividad de ciertas fórmulas estereotipadas 
vinculadas a ellas,” en Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, Nº 12, 2008, Madrid 2008, p. 196.  

53  Véase Alexis de Tocqueville, Democracy in America, ch. 8, “The Federal Constitution,” traduc. 
Henry Reeve, revisada y corregida, 1899, http://xroads.virginia.edu/HYPER/ DETOC/1_ch08.htm 
Véase también, Jorge Carpizo, El Tribunal Constitucional y sus límites, Grijley, Lima 2009, pp. 
46-48. 

54  Véase Alexander Hamilton, Nº 81 de The Federalist, “The Judiciary Continued, and the 
Distribution of the Judiciary Authority”; Clinton Rossiter (Ed.), The Federalist Papers, Penguin 
Books, New York 2003, pp. 480. 

55  Véase Francisco Fernández Segado, “Algunas reflexiones generales en torno a los efectos de las 
sentencias de inconstitucionalidad y a la relatividad de ciertas fórmulas estereotipadas vinculadas a 
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En definitiva, como lo expresó el Secretario General de la Organización de Estados 
Americanos en carta del 12 de enero de 2016, dirigida a quien ejerce la presidencia de la 
República  

“Los jueces y el poder judicial deben ser libres y actuar sin influencias o control de los 
poderes ejecutivo y/o legislativo.  

Cuando se eligen integrantes de la judicatura que arrastran en sus espaldas militancia 
política, incluso participación política en cargos electivos, se vulnera la esencia del 
funcionamiento de separación de poderes y nos lleva a presuponer que las decisiones que se 
toman tienen no solamente un contenido jurídico sino político.”56 

Agregó el Secretario General de la OEA, que todo ello , y especialmente, “la utilización 
del poder público para silenciar y acosar a la oposición, la violación de los frenos y 
contrapesos propios de la separación e independencia de los poderes, el nombramiento 
oportunista de miembros del poder judicial, la injerencia en distintos poderes del Estado,” 
constituye lo que la doctrina conoce como erosión de la democracia, que contraviene no solo 
los pilares fundamentales de la Organización de Estados Americanos, sino los “principios 
establecidos claramente en su tratado fundacional y en la Carta Democrática 
Interamericana.”57 

Y no otra cosa fue lo que ocurrió con la integración de la Sala Electoral del Tribunal 
Supremo por la Asamblea Nacional saliente y feneciente en diciembre de 2015, con 
magistrados todos integrantes del partido de gobierno. Como lo observó el Secretario General 
de la Organización de Estados Americanos, Luis Almagro en la carta enviada a Nicolás 
Maduro el 12 de enero de 2016: 

“Lamentablemente su Gobierno decidió integrar las instituciones en función de la política 
partidaria, para el CNE, para el TSJ y para cada organismo de control. Esto nos hace 
presuponer que las decisiones que se tomen tienen no solamente un contenido jurídico sino 
además otro de carácter político. La trayectoria política de los funcionarios es incompatible 
con la imparcialidad y objetividad para juzgar que requiere el ejercicio de la justicia. El 
Estado de Derecho pierde credibilidad con un sistema judicial percibido como parcial. 

Cuando un poder, se confiere a si mismo condiciones para controlar, incidir, decidir, anular o 
manipular las competencias o facultades del Estado, la situación más allá de ser preocupante, 
pone en riesgo el equilibro de los poderes del Estado.”58  

En consecuencia, al controlar la oposición la nueva Asamblea Nacional, no había sino 
que esperar para constatar cómo los magistrados sumisos y maleables al servicio del 
Ejecutivo y del partido de gobierno, nombrados en sesiones extraordinarias en diciembre de 
2015, comenzarían a decidir conforme a las peticiones del partido de gobierno, como ocurrió 
con la sentencia Nº 1 de la Sala Electoral, mediante la cual con motivación falsa y errada, el 
Tribunal Supremo irrumpió contra la voluntad popular, desconociéndola; privó a un Estado 
de la Republica de representación en la Asamblea Nacional; la paralizó totalmente al declarar 
nulos todos sus actos pasados y futuros que pudieran haber sido o fueran dictados con los 

                                                                                                                                                      
ellas,” Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, Nº 12, 2008, Madrid 2008, p. 161. 

56  Véase en http://www.oas.org/documents/spa/press/CARTA.A.PRESIDENTE.MADURO. 12-01-
16.pdf.  

57  Idem. 
58  Véase en http://www.oas.org/documents/spa/press/CARTA.A.PRESIDENTE.MADURO.12-01-

16.pdf  



JURISPRUDENCIA 29 

diputados cuestionados; obligando a la Asamblea a “desincorporar” a los diputados que 
habían sido juramentados, dejando sin efecto la juramentación por un supuesto desacato de 
la sentencia Nº 260 de 30 de diciembre de 2016, cuando en la misma no aparece siquiera la 
palabra “juramentación,” ni orden alguna respecto a alguna “juramentación,” razón por la 
cual ninguna “juramentación” podía considerarse que podría desacatar la sentencia. En fin, 
como lo observó acertadamente el Secretario General de la Organización de Estados 
Americanos, “La Sala Electoral en su aplicación jurídica hizo retroceder dramáticamente el 
derecho al siglo XIX.”59  

En esta forma, a pesar de que la Sala Electoral, como parte que es del Tribunal 
Supremo, en el orden interno no tiene quien la controle, al menos se evidenció que si hay un 
instrumento en el ámbito internacional americano que establece las bases para controlar sus 
actuaciones, que es la Carta Democrática Interamericana de 2001, como lo expresó quien 
tiene a su cargo velar porque la misma se respete, que es el Secretario General de la 
Organización de Estados Americanos.  

Y efectivamente, éste, en la referida extraordinaria carta de fecha 12 de enero de 2016 
dirigida al Presidente de la República, Nicolás Maduro, le expresó todo lo que solo un 
Secretario General de dicha Organización Internacional le podía decir cumpliendo con la 
obligación que le impone dicha Carta Democrática Interamericana, particularmente cuando 
“se producen situaciones que pueden afectar el normal desarrollo del proceso político 
institucional democrático,” y en particular, con la obligación de “velar por el buen 
cumplimiento” de lo dispuesto en los artículos 2 a 7 de dicha Carta.  

A tal efecto, el Sr. Almagro le indicó al Jefe de Estado venezolano entre muchas 
consideraciones, las siguientes: 

“Todo aquello que signifique impedir a un solo diputado a asumir su banca es un golpe 
directo a la voluntad del pueblo. Es un concepto esencial de democracia que el único 
soberano legítimo es el pueblo y, por lo tanto, interpretar y/o distorsionar lo que este ha 
expresado en las urnas, afecta directamente la voluntad popular […] 

La democracia, entre otras cosas, es un ejercicio de traspaso de poder de determinados 
dirigentes políticos a otros, por lo cual aceptar y respetar los resultados de elecciones libres, 
transparentes y justas es fundamental. 

La acción de alterar la representación política luego de un pronunciamiento tan claro del 
cuerpo electoral se constituye en un atentado, cuando las garantías de justicia parecen 
esfumarse. […] 

La Sala se apartó del objeto último del Derecho electoral: preservar la voluntad de los 
electores. Esa voluntad pretende así ser vulnerada cuando la Sala Electoral intenta 
desconocer los efectos jurídicos ya consumados de la proclamación.”60  

La sentencia de la Sala Electoral del Tribunal Supremo, en todo caso, por la parálisis 
inconstitucional que en la práctica provocó en el país al materialmente impedir que la 
Asamblea Nacional pudiera funcionar, condujo a que la misma, como órgano político, con el 
objeto de desbloquear la parálisis institucional impuesta, terminara aceptando la decisión de 
los diputados electos por el Estado Amazonas que se habían juramentado de dejar sin efecto 
la juramentación que habían hecho. Ello ocurrió el 13 de enero de 2016 al realizarse una 

                                                             
59  Idem 
60  Véase en http://www.oas.org/documents/spa/press/CARTA.A.PRESIDEN-TE.MADURO.12-01-

16.pdf  
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sesión ordinaria de la Asamblea, en la cual se dejó sin efecto la juramentación de los tres 
diputados del Estado Amazonas. 

El Gobierno había forzado dicha decisión, por la amenaza que había sido expresada en 
el sentido de que el Presidente de la República no acudiría ante la Asamblea a presentar su 
Mensaje anual que se había fijado conforme a la Constitución para el 15 de enero de 2106, 
para lo cual, como ha solido hacer en el pasado, acudió ante la Sala Constitucional para que 
como “consultor jurídico” o “abogado” sumiso y servil, le dijera lo que quería oír, y así 
terminar de paralizar al Poder Legislativo. 

III. LA SALA CONSTITUCIONAL AL SERVICIO DEL EJECUTIVO CONTRA LA 
ASAMBLEA NACIONAL: EL CASO DE LA DECISIÓN DE UN BIZARRO 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA UNA SUPUESTA Y 
FUTURA OMISIÓN LEGISLATIVA 

En efecto, entre el elenco de decisiones de la Sala Constitucional en su “nuevo” rol de 
asesor del Poder Ejecutivo, se destaca la sentencia Nº 3 del 14 de enero de 2016,61 emitida 
con ocasión de las secuelas que resultaron de la anteriormente analizada decisión de la Sala 
Electoral del mismo Tribunal Supremo de Justicia, dictada mediante sentencia Nº 260 (Caso: 
Nicia Marina Maldonado, contra el acto de votación de las elecciones parlamentarias del 
estado Amazonas) de 30 de diciembre de 2015, a través de la cual la Sala Electoral, al admitir 
el recurso, ordenó “de forma provisional e inmediata la suspensión de efectos de los actos de 
totalización, adjudicación y proclamación” de los órganos electorales respecto de todos los 
cuatro diputados que habían sido electos en el Estado Amazonas;62 en las elecciones del 6 de 
diciembre de 2015. 

Como se ha dicho, dicha proclamación no podía ser “suspendida” ni siquiera 
provisionalmente, pues ya había ocurrido, y sus efectos se habían agotado. Sólo se pueden 
suspender, incluso provisionalmente, los efectos de los actos cuando aún no ha ocurrido, para 
que no ocurran; o los efectos que están en curso de ocurrir, para evitar que ocurran; pero no 
se pueden suspender los que ya ocurrieron. Así, se puede suspender el embarazo de una 
mujer antes de que ocurra o durante la gestación, pero una vez nacido el niño, ni el embarazo 
ni el nacimiento pueden ser “suspendidos.”  

Por tanto, la sentencia Nº 260 de 30 de la diciembre de 2015 simplemente, por errada ‒
errada de un error judicial inexcusable‒ era inejecutable,63 o sea, no podía ser cumplida, y por 
tanto no era susceptible de ser acatada por nadie.64 En realidad, la misma equivalía a una 

                                                             
61  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/enero/184316-03-14116-2016-16-0003.HTML 
62  Véase en http://www.tsj.gob.ve/en/decisiones#3. Sobre ello, véase José Ignacio Hernández quien 

afirmó que “la Sala Electoral no puede, en virtud de una medida cautelar, modificar los efectos 
jurídicos de esa proclamación y “suspender” el mandato popular de representación ya 
perfeccionado, pues los efectos de la proclamación ya se cumplieron.” Véase en “Luego de los 4 
diputados suspendidos por el TSJ: ¿Qué va a pasar?,” en Prodavinci, 30 de diciembre de 2015, en 
http://prodavinci.com/blogs/luego-de-los-4-diputa-dos-suspendidos-por-el-tsj-que-va-a-pasar-por-
jose-ignacio-hernandez/  

63  En igual sentido, véase José Ignacio Hernández, “¿Qué dijo la Sala Electoral para “suspender” a 
los diputados de Amazonas?,” en Prodavinci, 4 de enero de 2016, en http://prodavinci.com 
/blogs/que-dijo-la-sala-electoral-para-suspender-a-los-diputados-de-amazonas-por-jose-i-hernandez/  

64  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La inconstitucional, delictiva e inejecu-tables sentencia de la Sala 
Electoral pretendiendo “suspender” las elecciones de diputados el Estado Amazonas,’ 4 de enero 
de 2016, en http://www.allan-brewercarias.com/Content/449725d9-f1cb-474b-8ab2-41efb849fea3 
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sentencia de nulidad de la elección lo que solo podía ser dictada en la sentencia final del 
juicio y nunca como “medida cautelar,” y en todo caso respetando la garantía del debido 
proceso y en particular el derecho a ser oído de los diputados involucrados.65 

Como señalamos, sin embargo, en virtud de que a pesar de dicha decisión Nº 260 de 30 
de diciembre de 2015, la Junta Directiva de la nueva Asamblea después de instalarse 
procedió a juramentar a los diputados mencionados que ya habían sido proclamados por las 
autoridades electorales, y gozaban de inmunidad, con ocasión de una denuncia de “desacato” 
de dicha sentencia formulada por miembros del partido de gobierno, la Sala Electoral del 
Tribunal Supremo dictó la antes mencionada nueva sentencia Nº 1 de 11 de enero de 2016,66 
en la cual, en definitiva, resolvió que la Junta Directiva de la Asamblea había incurrido en 
desacato de su anterior sentencia (Nº 260, del 30 de diciembre de 2015), e igualmente los 
diputados “suspendidos” con su participación en el acto de juramentación, igualmente 
habían incurrido en desacato de la mencionada sentencia. La Sala Electoral, además, como se 
ha dicho, decidió que la juramentación de dichos diputados estaba viciada de nulidad 
absoluta por “usurpación de autoridad,” ordenando “la desincorporación inmediata” de los 
mencionados diputados, y declarando “nulos absolutamente los actos de la Asamblea 
Nacional” que se hubiesen dictado o se dictaren en el futuro, mientras dichos diputados 
estuviesen incorporados.  

Ahora bien, en esa situación de conflicto de poderes, y en vista de que días después (15 
de enero) el Presidente estaba obligado a acudir ante la Asamblea Nacional a presentar su 
Mensaje Anual, con el propósito de justificar su no comparecencia ante la misma, el día 12 
de enero de 2016, es decir, al día siguiente de haberse dictado la sentencia Nº 1 de la Sala 
Electoral mediante la cual la misma había paralizado hacia futuro el funcionamiento de la 
Asamblea Nacional; la Procuraduría General de la República en representación y por órdenes 
del Ejecutivo Nacional, acudió ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, 
interponiendo un extraño “recurso de inconstitucionalidad por omisión legislativa […] como 
consecuencia de la nulidad absoluta de las actuaciones de la Asamblea Nacional declarada 
por la Sala Electoral de ese Tribunal Supremo de Justicia en sentencia N° 1 de fecha 11 de 
enero de 2016,” alegando que el Ejecutivo Nacional supuestamente se encontraba 
“imposibilitado” para cumplir con el mandato constitucional de presentar su Mensaje Anual.  

Se trató entonces, de un recurso de inconstitucionalidad por omisión, pero no de una 
omisión que ya había ocurrido, sino de una que supuestamente podía eventualmente ocurrir 
en el futuro, es decir, de una futura posible omisión, que era la supuesta imposibilidad de la 
Asamblea para recibir, en el futuro, el mensaje anual del Presidente, alegando que:  

“la Asamblea Nacional no está en condiciones de dictar actos válidos, hasta tanto no 
desincorpore a los ciudadanos Julio Haron Ygarza, Nirma Guarulla y Romel Guzamana, pues 
se encuentra en desacato de un mandamiento de amparo cautelar, lo que la imposibilita para 

                                                                                                                                                      
/Content/LA%20INCONSTITUCIONAL,%20DELICTIVA%20E%20INEJECUTABLE%20SEN
TENCIA%20DE%20LA%20SALA%20ELECTORAL%20%204-1-2016.pdf  

65  Como lo observó el Secretario General de la OEA Luis Almagro, en su comunicación de 30 de 
mayo de 2016 con el Informe sobre la situación en Venezuela en relación con el cumplimiento de 
la Carta Democrática Interamericana: “en derecho no se puede anular ningún acto mediante una 
medida cautelar, y tampoco actos a futuro. Estos se puede hacer luego de un juicio en el que se 
respete el debido proceso y en el que las partes presenten sus pruebas,” p. 53. Véase en 
oas.org/documents/spa/press/OSG-243.es.pdf.  

66  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/selec/enero/184253-1-11116-2016-X-2016-000001. 
HTML 
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sesionar, convocar y recibir al Primer Mandatario del Ejecutivo Nacional para que haga 
presencia a los fines del cumplimiento de lo previsto en el artículo 237 constitucional (…).” 

El Procurador, como asesor jurídico del Poder Ejecutivo, que en definitiva es quien 
asesora, defiende y representa judicial y extrajudicialmente los bienes, derechos e intereses 
de la República, le consultó así a la Sala Constitucional, a la vez como si fuera otro “asesor 
jurídico” del Ejecutivo, “su parecer” sobre si el Presidente de la República cumplía con la 
obligación constitucional de comparecer ante el órgano legislativo nacional, con ello “estaría 
validando actos que han sido declarados como absolutamente nulos por el Poder Judicial 
(…);” indicándole entonces a la Sala Constitucional que sin embargo, el Presidente sí estaba 
dispuesto a “presentar el referido mensaje ante el Poder Judicial, Electoral y Ciudadano y 
ante el Pueblo Soberano, representado por los Consejos Presidenciales del Gobierno Popular 
y el Parlamento Comunal (…);” lo que por supuesto era evidentemente contrario a la 
Constitución, pues en ningún caso la Sala Constitucional podía atender siquiera al 
planteamiento, por ser abiertamente inconstitucional. 

Sin embargo, la Sala Constitucional procedió a estudiar la “consulta,” dictando para 
evacuarla la sentencia Nº 3 del 14 de enero de 2016,67 precisando que “el objeto de la 
solicitud” no era precisamente declarar la inconstitucionalidad de una omisión ya ocurrida, 
sino de una que podía ocurrir en el futuro, en el sentido de: 

“la declaratoria de la omisión inconstitucional de la Asamblea Nacional para recibir el 
mensaje anual del Presidente de la República Bolivariana de Venezuela (Poder Ejecutivo) 
previsto en el artículo 237 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, ya 
que el órgano parlamentario (Junta Directiva), de acuerdo a la sentencia N° 1 dictada por la 
Sala Electoral el 11 de enero de 2016, incurrió en desacato a la medida cautelar acordada por 
ese mismo órgano jurisdiccional en sentencia N° 260 dictada el 30 de diciembre de 2015; y, 
por lo tanto, está inhabilitada para ejercer sus atribuciones constitucionales de control 
político de gestión.”  

En otras palabras, que como la Asamblea Nacional, al haber juramentado tres diputados 
electos en el Estado Amazonas habría incurrido en desacato de lo ordenado en la sentencia Nº 
1 de la Sala Electoral del 11 de enero de 2016, mediante la cual, ésta, materialmente había 
prohibido al Parlamento poder funcionar, y como ello implicaba entonces, hacia el futuro, 
que el Presidente supuestamente no podía presentar ante la Asamblea su Mensaje, entonces 
se le pedía a la Sala Constitucional que decidiese sobre ese futura posible omisión de la 
Asamblea de sesionar para recibir el mensaje Anual del Presidente, solicitándole entonces 
que fuera la Sala Constitucional la que “supliera la aludida omisión” futura. 

Aparte de que el recurso de inconstitucionalidad por omisión regulado en la 
Constitución (art. 336.7) solo se refiere a omisiones ya ocurridas del poder legislativo 
“cuando haya dejado de dictar” una medida, sin embargo, con base en lo alegado sobre 
omisiones futuras, la Sala Constitucional procedió a decidir, como suele hacer en casos 
similares, violando “discrecionalmente” los principios del debido proceso al no oír los 
intereses contrapuestos, particularmente de la Asamblea Nacional y sus diputados, 
considerando el asunto como de mero derecho, “sin necesidad de abrir procedimiento 
alguno,” por estimar que la causa “no requería la comprobación de asuntos fácticos.” 

Sin embargo, después de afirmar ‒y decidir, porque así lo dio por sentado‒ que la 
situación planteaba en la solicitud “incapacitaba al Poder Legislativo para ejercer sus 
atribuciones constitucionales de control político de gestión,” la Sala en definitiva no se 
pronunció sobre lo solicitado, es decir, la posible y “futura omisión legislativa,” al constatar 

                                                             
67  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/enero/184316-03-14116-2016-16-0003.HTML 
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como “hecho notorio comunicacional” que el día en que estaba dictando la sentencia, es 
decir, el mismo día 13 de enero de 2016: 

“la Junta Directiva de la Asamblea Nacional acató la orden impartida por la Sala Electoral 
del Tribunal Supremo de Justicia a través de las sentencias N° 260/2015 y 1/2016, 
procediendo en consecuencia, a realizar una sesión ordinaria en la cual dejó sin efecto la 
sesión celebrada el día 6 de enero de 2016, desincorporando a los ciudadanos Nirma 
Guarulla, Julio Haron Ygarza y Romel Guzamana como candidatos electos por voto 
uninominal, voto lista y representación indígena en el proceso electoral realizado el 6 de 
diciembre de 2015 en el estado Amazonas para elección de diputados y diputadas a la 
Asamblea Nacional. Igualmente, de manera expresa se decidió dejar sin efecto la 
juramentación de los mismos, así como también "las decisiones tomadas desde la instalación 
del Parlamento.” 
En consecuencia, dijo la Sala Constitucional, que como “la omisión inconstitucional de la 

Asamblea Nacional cesó al haber cumplido con la orden impartida por Sala Electoral del 
Tribunal Supremo de Justicia,” a pesar de que en realidad, como se trataba de una solicitud 
respecto de una omisión “futura,” que no había ocurrido y que por tanto no podía haber cesado, 
sino que lo que podía haber ocurrido era que no se produciría; la Sala Constitucional estimó 
“que no existe actualmente impedimento alguno para que el Presidente de la República 
Bolivariana de Venezuela (Poder Ejecutivo) proceda a dar cuenta ante el Poder Legislativo de 
los aspectos políticos, económicos, sociales y administrativos de su gestión durante el año 2015, 
tal como lo ordena el artículo 237 del Texto Fundamental,” concluyendo con la decisión que:  

“Cesó la omisión inconstitucional por parte de la Asamblea Nacional, para que el Presidente 
de la República dé cuenta de los aspectos políticos, económicos, sociales y administrativos 
de su gestión durante el año 2015.” 
Decisión que, como se dijo, era totalmente incongruente porque no se puede afirmar ni 

en lógica ni en derecho que algo que aún no había ocurrido haya cesado. Tan simple como 
eso, una omisión futura, no puede decirse que haya cesado, y la Constitución no permite 
recursos por omisión que puedan intentarse contra la Asamblea, por supuestas omisiones en 
las que pueda incurrir en el futuro. 

En todo caso, como consecuencia de haber cesado la supuesta futura omisión 
inconstitucional en la que supuestamente podía incurrir a futuro la Asamblea Nacional, al 
haberse dejado sin efecto las juramentaciones de los diputados por el Estado Amazonas, el 
Presidente de la República efectivamente acudió ante la Asamblea Nacional a presentar su 
Memoria anual.  

Otro asunto fue que en lugar de presentar dicha Memoria, en realidad lo que hizo fue 
presentar ante la Asamblea Nacional el texto de un “decreto de Estado de Emergencia 
Económica,” para enfrentar una supuesta “guerra económica” contra el país, que solo su 
gobierno y su antecesor habían declarado contra el pueblo de Venezuela, hasta sumirlo en la 
miseria. 
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